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Se advierte, en primer lugar, que la Sala tiene competencia para conocer este proceso, en segunda instancia, no sólo en virtud del recurso de apelación interpuesto, sino de la consulta que, conforme a lo dispuesto en el artículo 184 de Código Contencioso Administrativo, debe surtirse en favor de la administración. Por consiguiente, es necesario aclarar que no es aplicable, en este caso, la reforma introducida a la norma citada por la Ley 446 de 1998. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 163 de dicha ley, el recurso debe tramitarse conforme a las normas vigentes cuando el mismo se interpuso. No obstante lo anterior, la Sala reitera el criterio fijado desde el 18 de noviembre de 1994, en relación con la procedencia de la consulta. Se precisó, en aquella oportunidad, que, para efectos de establecer si debía surtirse dicho grado de jurisdicción, había que tener en cuenta el monto de la condena impuesta, de manera que si éste era inferior al límite señalado para que el asunto se tramitara en dos instancias, no debía surtirse la consulta, a pesar de que originalmente y conforme a la demanda, el proceso tuviera vocación de doble instancia.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 184 / LEY 446 DE 1998 – ARTÍCULO 136
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la procedencia del grado jurisdiccional de consulta, ver auto del 18 de noviembre de 1994, Exp. 10221, C.P. Daniel Suárez Hernández.
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En este caso, mediante sentencia (…), se condenó a la demandada a pagar a la demandante, por concepto de perjuicios materiales, (…) dado que, conforme a lo dispuesto en el decreto 597 de 1988, en esa época, debían tramitarse ante los Tribunales Administrativos, en primera instancia, los procesos de reparación directa cuya cuantía fuera igual o superior a $13.445.600.oo., es claro que la sentencia del a quo es consultable. Así las cosas, esta Sala tiene competencia para revisar el fallo del Tribunal no sólo en relación con los aspectos objeto del recurso interpuesto, sino respecto de todos los elementos que dieron lugar a la imposición de la condena en contra de la entidad demandada, pudiendo, en consecuencia, modificar dicho fallo sin limitación alguna, en favor de la entidad demandada, en virtud del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, y de lo dispuesto en el citado artículo 184 del Código Contencioso Administrativo, según el cual la consulta se surte en favor de la administración.

FUENTE FORMAL: DECRETO 597 DE 1988 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 357 / CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 184
MEDIOS DE PRUEBA / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRUEBA TRASLADADA DE PROCESO PENAL / JUSTICIA PENAL MILITAR / ANÁLISIS DE LA PRUEBA POR EL JUEZ / VALIDEZ DE LA PRUEBA TRASLADADA / ADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA TRASLADADA / REQUISITOS DE LA PRUEBA TRASLADADA / VALORACIÓN DE LA PRUEBA TRASLADADA / REMISIÓN DEL EXPEDIENTE / PRUEBA DOCUMENTAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL / PRUEBA TESTIMONIAL / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL / DILIGENCIA DE INDAGATORIA / EFECTOS DE LA INDAGATORIA / RECEPCIÓN DE INDAGATORIA / REQUISITOS DE LA INDAGATORIA / VALOR PROBATORIO DE LA INDAGATORIA / RATIFICACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL / MIEMBROS DEL EJÉRCITO NACIONAL / SOLICITUD DE INCORPORACIÓN DE LA PRUEBA / SOLICITUD DE TRASLADO DE LA PRUEBA 

Debe anotarse que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia, las pruebas que acreditan la responsabilidad de la demandada, que provienen de procesos tramitados en justicia penal militar pueden ser valoradas en la presente causa contencioso administrativa, dado que se practicaron por la parte contra la que se aducen. (…) En estas circunstancias, la Sala considera que son valorables los testimonios y documentos que se encuentran en el proceso adelantado por el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar. Debe anotarse, sin embargo, que en relación con las indagatorias de los miembros del Ejército Nacional que obran en dicho proceso, no pueden ser trasladadas al proceso contencioso administrativo, ya que no pueden valorarse, en ningún caso, como prueba testimonial ni someterse a ratificación. En efecto, si bien se trata de una declaración rendida por un tercero, no cumple los requisitos del testimonio, porque no se rinde bajo juramento. En el mismo sentido, tampoco son valorables las pruebas practicadas por la Fiscalía Regional delegada ante la Sijin de Bucaramanga, dado que no cumplen con los requisitos previstos en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto no fueron solicitados en ese proceso por la demandada ni fueron practicados con audiencia de ella. Las declaraciones que hacen parte de esa investigación, tampoco fueron ratificadas en los términos previstos del artículo 229 del mismo Código.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 185 / CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTÍCULO 229

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la prueba trasladada, ver sentencia de 19 de septiembre de 2002, Exp. 13399, C.P. Germán Rodríguez Villamizar, sentencia del 4 de diciembre de 2002, Exp. 13623, C.P. Germán Rodríguez Villamizar, sentencia de 29 de enero 2004, Exp. 14018, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, sentencia de 29 de enero de 2004, Exp. 14951, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / MUERTE DE CIVIL / FUERZA PÚBLICA / EJÉRCITO NACIONAL / DAÑO CAUSADO CON ARMA DE FUEGO / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / GUERRILLA / PRUEBA DE LA MUERTE DE LA PERSONA / REGISTRO CIVIL DE DEFUNCIÓN / NECROPSIA MÉDICO LEGAL / BUS / VEHÍCULO DE TRANSPORTE PÚBLICO / REHENES DEL CONFLICTO ARMADO / SUJETOS DEL CONFLICTO ARMADO / TOMA DE REHENES DEL CONFLICTO ARMADO / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑO CAUSADO A CIVIL DURANTE CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO

[E]n el municipio de Santa Bárbara (Santander), en el sitio denominado El Tope, murió el señor (…), en un enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y un grupo de guerrilleros que se encontraban en un bus de la empresa Copetrán, en el cual se desplazaba el occiso como pasajero. Lo anterior, de acuerdo con el registro civil de defunción de la Registraduría Nacional del Estado Civil de ese municipio y el acta de levantamiento de cadáveres practicada por la Inspección de Policía Municipal de la misma población (…). Aunque existen versiones encontradas sobre la forma como se inició el enfrentamiento, todo parece indicar, de acuerdo con la declaración del ayudante del conductor, quien se encontraba en la parte de adelante del vehículo, que los guerrilleros dispararon primero al percatarse de la presencia de los soldados en la carretera. En la mayor parte de los testimonios se afirma que tanto los subversivos, como los miembros del ejército dispararon, desde el vehículo y hacía el vehículo, sin importar que estuviera ocupado por personas civiles, con los resultados fatales de nueve pasajeros muertos, tres de ellos menores de edad, y 16 heridos.

FALLA DEL SERVICIO DEL EJÉRCITO NACIONAL / RESPONSABILIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / DISTINCIÓN ENTRE COMBATIENTE Y NO COMBATIENTE / DISTINCIÓN ENTRE COMBATIENTE Y NO COMBATIENTE / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN / PRINCIPIO DE DISTINCIÓN EN EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DE DISTINCIÓN / POBLACIÓN NO COMBATIENTE / POBLACIÓN CIVIL / RESPONSABILIDAD POR FALLA EN EL SERVICIO / FALLA DEL SERVICIO DE LA FUERZA PÚBLICA / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / GUERRILLA / EJÉRCITO NACIONAL / MUERTE DE CIVIL / MUERTE DE CIVIL EN ENFRENTAMIENTO ARMADO / OMISIÓN DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LA POBLACIÓN CIVIL / FALLA EN EL SERVICIO DE SEGURIDAD / POSICIÓN DE GARANTE / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / DEBER DE VIGILANCIA DEL ESTADO / FALLA EN EL SERVICIO / FALLA EN EL SERVICIO DE VIGILANCIA / VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES / VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA VIDA / VIOLACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

[L]a falla del servicio se configuró a partir de la violación de normas de derecho humanitario por parte de los miembros de la fuerza pública que intervinieron en el operativo, específicamente las que regulan el trato a la población civil en situaciones de conflicto armado interno. En efecto, en el presente caso se desconoció el principio de distinción entre combatientes y no combatientes, establecido en el "Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)", incorporado a la normatividad interna mediante la ley 171 de 1994. En el presente caso, se desconoció el principio de distinción por parte de los miembros del Ejército Nacional en el operativo del siete de octubre de 1992, dado que los pasajeros del bus, personas civiles, fueron atacados de manera indiscriminada por los miembros de la fuerza pública. Debe recurrirse a la definición de términos del Protocolo I para entender la anterior afirmación: se trató de un ataque, término bajo el cual quedan comprendidos tanto los actos defensivos como los ofensivos contra el adversario, tal como lo prevé el artículo 49 de dicho protocolo; resulta irrelevante si en este caso los subversivos o la fuerza pública iniciaron el enfrentamiento, dado que el deber de respeto a la población civil subsistía cualquiera que fuera la naturaleza del ataque. 

FUENTE FORMAL: LEY 171 DE 1994
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la falla del servicio por violación de normas de derecho humanitario ver sentencia del 12 de febrero de 2004, Exp. 13952, C.P. Ramiro Saavedra Becerra y sentencia del 21 de abril de 2004, expediente 13946, C.P. German Rodríguez Villamizar. Igualmente ver sentencia de la Corte Constitucional C 225 de 1995.
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[E]n ningún momento los miembros de la patrulla militar tomaron en consideración que el vehículo estaba ocupado por personas civiles y las posibles consecuencias en caso de un enfrentamiento. En los informes militares siempre se aceptó que se trataba de un vehículo de transporte público, pese a lo cual, dicha condición nunca limitó la respuesta armada de los miembros de la patrulla. Solo después de iniciado el ataque, como se manifestó en el informe del comandante del batallón “se detectó que dentro del bus venían pasajeros”, cuando pudo ser ésta una consideración obvia inicial de los miembros de la contraguerrilla. El desconocimiento de la calidad de personas civiles de los ocupantes del bus fue notorio durante el enfrentamiento y después de él. Desde el primer momento, todos los declarantes manifestaron que hicieron llamados de cese al fuego, porque en el automotor viajaban pasajeros, mujeres y niños, lo que no fue obstáculo para continuar el enfrentamiento como dramáticamente lo describen los testigos y se deduce de la descripción del vehículo realizada por el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar el cual contó, por lo menos, 60 impactos de bala en la parte externa del vehículo. Aún después de finalizado el enfrentamiento, los miembros de la patrulla omitieron la condición de civiles de los pasajeros del bus, varios aseguraron que los militares siguieron insistiendo en que eran guerrilleros, les apuntaron con sus armas y los maltrataron de palabra. En conclusión, los uniformados tuvieron la oportunidad de establecer que en el vehículo se desplazaban civiles, ya sea por la clara condición del automotor o por el clamor de los pasajeros, sin embargo desconocieron tal condición, con los trágicos resultados conocidos.
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Como se anotó en la sentencia de primera instancia, los demandantes no acreditaron el parentesco con el occiso, por medio de los registros civiles respectivos; sin embargo, mediante abundante prueba testimonial se acreditó la calidad de damnificados (…). A partir de los testimonios, estima la Sala que está probada la condición de damnificados de los citados demandantes. Lo anterior es suficiente para tener certeza del daño moral cuya reparación se solicita en la demanda. La Sala confirmará la condena por dicho concepto ordenada en la sentencia de primera instancia. (…) En cuanto se refiere a la cuantía de la indemnización de este perjuicio inmaterial, debe recordarse que, conforme a lo expresado en sentencia reciente, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente el recurso a la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral; se ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio, y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado. En este caso, en la sentencia apelada se condenó por valor de 1.000 gramos de oro (…). Como se puede observar, estas sumas son inferiores a aquélla que equivale al número de salarios mínimos antes indicados, sin embargo, a fin de respetar el principio de congruencia, la Sala se limitará a expresar su valor en pesos, en la parte resolutiva de esta sentencia.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO PENAL – ARTÍCULO 106
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el reconocimiento del perjuicio moral, ver sentencia del 6 de septiembre de 2001, Exp. 13232, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.
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Respecto del aumento de la indemnización, solicitado en el recurso de apelación, por este concepto, (…) estima la Sala, con fundamento en los elementos de prueba que obran en el proceso, a los cuales ya se ha hecho referencia, que las sumas mencionadas no resultan inapropiadas para compensar el perjuicio causado; puede considerarse adecuada, en efecto, dentro de los límites que, en aplicación del principio de equidad, tiene el fallador para ejercer su arbitrio judicial, claro esta, de acuerdo con lo solicitado en las pretensiones de la demanda. Por lo demás, debe reiterarse que la suma indicada por esta Sala en el fallo mencionado constituye simplemente una guía para los jueces de inferior jerarquía, dada la inexistencia de una norma a seguir para la tasación de la indemnización.
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En cuanto al lucro cesante reclamado, se encuentra acreditado que las señoras (…) dependían económicamente del occiso, por lo que se confirmará la indemnización en favor de las demandantes. Se encuentra probado que el señor (…) se dedicaba al oficio de lotero y respecto de sus ingresos, la agencia Guillermo Prada Otálora y Compañía Ltda. de Bucaramanga, en respuesta a un oficio del Tribunal, certificó que trabajaba en ese oficio de manera independiente y que mensualmente devengaba una utilidad (…).  No hay prueba que permita deducir el porcentaje que, de sus ingresos, dedicaba el occiso a gastos personales y familiares; por lo tanto, es necesario aplicar las reglas de la experiencia, como tradicionalmente ha venido haciéndolo la Corporación. En efecto, aplicando dichas reglas, no se puede afirmar que la víctima dedicaba todos sus ingresos a las sobrevivientes, pues el sentido común indica que debía dedicar algún porcentaje de ellos a la propia subsistencia. No hay un principio exacto para determinar el porcentaje que debería descontarse por gastos personales, asunto que depende del número de personas a cargo; en este caso, tratándose de la madre y compañera permanente, se ha dicho que destinaría el 25% de sus ingresos a su manutención y aportaría el porcentaje restante a gastos familiares, como lo ha reconocido la jurisprudencia en reiteradas oportunidades. Debe anotarse que, en estos casos, cuando se trata de adultos mayores, resulta conveniente realizar un dictamen pericial en el que se determine, de manera aproximada, la vida probable del posible beneficiario, lo que asegura que al momento de dictarse sentencia se pueda determinar el monto total de la indemnización.

CONSEJO DE ESTADO
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Radicación número: 68001-23-15-000-1994-08879-01(13969)

Actor: LUCRECIA SANTOS JAIMES Y OTROS

Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA


Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia del seis de junio de 1997, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, en la que se decidió lo siguiente:

“PRIMERO: DECLÁRESE administrativamente responsable a la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA -EJÉRCITO NACIONAL, de los perjuicios ocasionados a los actores como consecuencia de la muerte de LUIS ALBERTO SANTOS, ocurrida el 7 de octubre de 1992 en compresión municipal de Santa Bárbara (Santander).

“SEGUNDO: CONDENAR a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL, a pagar a LUCRECIA SANTOS JAIMES por concepto de perjuicios materiales la suma de $13.806.689.98.

“TERCERO: CONDÉNASE en abstracto a la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, a pagar ROSALBA BERMÚDEZ, los perjuicios materiales que se le causaron con la muerte de LUIS ALBERTO SANTOS, en su modalidad de lucro cesante, los cuales se deberán liquidar siguiendo el trámite establecido en el artículo 137 del C. de P. C., y tomando en consideración las pautas fijadas en esta sentencia.

“CUARTO: CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL -, a pagar a LUCRECIA SANTOS JAIMES, ROSALBA BERMÚDEZ y FREDY ENRIQUE VARGAS por concepto de perjuicios morales el equivalente a 1000 gramos de oro para cada uno y para MARÍA ROSANA MÉNDEZ SANTOS el equivalente a 400 gramos oro por el mismo concepto.

“Estas cantidades se liquidaran de acuerdo al precio del oro certificado por el Banco de la República a la fecha de ejecutoria de este fallo.

“QUINTO: La entidad demandada dará cumplimiento a la sentencia de acuerdo con los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

“SEXTO: ABSUÉLVASE de toda responsabilidad a la COOPERATIVA SANTANDEREANA DE TRANSPORTADORES LIMITADA - COPETRÁN, en los hechos en que perdió la vida LUIS ALBERTO SANTOS” (folios 393 y 394, cuaderno 1). 

I. ANTECEDENTES:

1. Mediante demanda presentada el cuatro de diciembre de 1992, Lucrecia Santos Jaimes, María Rosana Méndez Santos, Rosalba Bermúdez y Fredy Enrique Vargas Bermúdez solicitaron que se declarara patrimonialmente responsable a la Nación- Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por la muerte de su hijo, hermano, compañero permanente y padrastro, Luis Alberto Santos, ocurrida el siete de octubre de 1992 en el municipio de Santa Bárbara (Santander).

Como consecuencia de la anterior declaración, pidieron que se condenara a la demandada a pagar, por concepto de perjuicios morales, la suma equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro, a cada uno de los demandantes. Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de daño emergente, la suma de $400.000 a la señora Rosalba Bermúdez. Por el mismo concepto, en la modalidad de lucro cesante, por la pérdida del auxilio económico recibido por las señoras Lucrecia Santos y Rosalba Bermúdez, madre y compañera permanente del occiso, respectivamente, quien tenía un ingreso mensual promedio de $150.000.oo, al monto resultante de la aplicación de las formulas tradicionalmente utilizadas por el Consejo de Estado (folios 8 a 12).

En respaldo de sus pretensiones los demandantes narraron que el siete de octubre de 1992, en el sitio el Tope, del municipio de Santa Bárbara, murió el señor Luis Alberto Santos, cuando viajaba en un bus de la empresa Copetrán, de placas XV 0654, por heridas de armas de fuego causadas por una patrulla del Ejército Nacional adscrita al batallón Los Guanes, en un operativo adelantado contra un grupo de guerrilleros quienes, momentos antes, habían abordado el vehículo, ante la mirada impotente del conductor, su ayudante y los pasajeros (folios 12 y 13, cuaderno 1).

2. La demanda fue admitida mediante auto de 15 de enero de 1993 y notificada en debida forma (folios 38 a 41, cuaderno 1).

La demandada alegó la falta de legitimidad por activa, dado que los demandantes no acreditaron su parentesco con el occiso. Además, manifestó que, el siete de octubre de 1992, la contraguerrilla Delfín orgánica del Batallón N° 5, Los Guanes, del Ejército Nacional, se encontraba realizando labores de orden público en el área del municipio de Santa Bárbara. Aproximadamente a las nueve de la mañana, en el sitio denominado El Tope, apareció un bus de la empresa Copetrán, desde el cual fue atacada la tropa oficial, con armas de fuego, por un grupo de subversivos que se movilizaban en el vehículo, siendo herido en el antebrazo uno de los soldados de la patrulla. Al repeler el ataque de los guerrilleros, estos dispararon de todas las partes de bus, se escucharon detonaciones de bombas caseras y granadas dentro del vehículo resultando heridos otros dos miembros de la patrulla; en seguida se anotó:

“Posteriormente se detectó que dentro del bus viajaban pasajeros, ordenándose el cese al fuego por parte de la tropa, situación aprovechada por los bandoleros para abandonar el vehículo disparando en todas las direcciones y entrando en contacto directo con la contraguerrilla, lo cual dio como resultado la baja de cinco sujetos de la subversión y la incautación de material de guerra de uso privativo de las Fuerzas Militares” (folio 49, cuaderno 1). 

A consecuencia del ataque guerrillero fueron heridos varios pasajeros y muertos otros, entre ellos, Luis Alberto Santos. 

En su criterio, la responsabilidad es atribuible al transportador, quien permitió el “abordaje” por los delincuentes y colocó en situación de peligro inminente a los pasajeros; tal situación era previsible, dadas las condiciones de orden público que afectaban esa región del país. El conductor y su ayudante “por encima de cualquier temor debían negarse a acceder a lo solicitado por los delincuentes…en aras de proteger y mantener sanos y salvos a los pasajeros” (folio 53, cuaderno 1).


Tampoco podía reprocharse a la administración la comisión  de una falla del servicio alguna, pues la actividad de la tropa se produjo en defensa de la agresión, por todo lo cual se presentó el hecho exclusivo del tercero transportador y la conducta delictiva de los subversivos (folios 48 a 59, cuaderno 1). 

3. La demandada llamó en garantía a la Cooperativa Santandereana de Transportadores Limitadas, Copetrán, pues, de acuerdo con las normas reguladoras del contrato de transporte, es responsable por haber puesto a los pasajeros “en una situación de riesgo y peligro superiores” a las que debían soportar en virtud de ese contrato (folios 44 a 46, cuaderno 1). 

El llamamiento fue aceptado mediante auto del 27 de enero de 1994, de la Sección Tercera del Consejo de Estado (folios 104 a 122, cuaderno 3).

Copetrán manifestó que los cinco subversivos entraron en el bus mediante la fuerza de la intimidación armada, razón por la cual no era responsable del daño causado a las víctimas. Así mismo, la fuerza pública omitió proteger a las personas que se desplazaban en el vehículo de servicio público, dado que a ella correspondía evitar las alteraciones de orden público en la región, no al transportador, a quien solamente se le había atribuido una ruta, en un horario determinado. La causa directa del daño fue la extralimitación de la fuerza Pública en el ejercicio de sus funciones y responsabilidades. En efecto, a sabiendas de que en el automotor se encontraban personas indefensas, mujeres, ancianos y niños, los miembros del Ejército abrieron fuego de manera indiscriminada “sin importar que cayera quien cayera” (folio 133, cuaderno 2). En su caso se configuró la causal de exclusión de responsabilidad del hecho exclusivo de un tercero atribuible a la fuerza pública, así como la de fuerza mayor, por insuperable coacción ajena, de los subversivos contra el conductor y su ayudante (folios 131 a 136, cuaderno 2).

4. Practicadas las pruebas decretadas mediante auto del 11 de octubre de 1993 y fracasada la conciliación, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión. La parte demandante y la llamada en garantía guardaron silencio (folios 100 a 105, 331, 332 y 339, cuaderno 1).

La apoderada de la demandada manifestó que, en este caso, se presentaba el fenómeno de la concurrencia de culpas, establecido en el artículo 2344 del Código Civil. La primera de ellas cometida por la empresa transportadora que tuvo la opción de actuar con la máxima diligencia y cuidado, para escoger el comportamiento más prudente que disminuyera el riesgo de los pasajeros llegando, incluso, a suspender el contrato de transporte. Se trataba del ejercicio de una actividad peligrosa en la que solo era posible eximirse de responsabilidad con la ocurrencia de una causa extraña que en este caso no se presentó; siendo un servicio público en el que debe primar el interés general sobre el particular, la empresa debió hacer prevalecer la integridad de los pasajeros. La segunda, atribuible al grupo de guerrilleros quienes propiciaron el enfrentamiento (folios 337 a 343, cuaderno 1).

El representante del Ministerio Público solicitó que se declarara la responsabilidad de la demandada, por cuanto se presumía su responsabilidad por haber utilizado armas o por daño especial, ya que los ocupantes del bus no estaban obligados a soportar el daño causado. Respecto de la empresa transportadora manifestó que no se encontraba comprometida su responsabilidad, dado que el conductor del vehículo solo cumplió con sus obligaciones de trabajo (folios 334 a 336, cuaderno 1).

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

Mediante sentencia de seis de junio de 1997, el Tribunal Administrativo de Santander condenó a la demandada en los términos transcritos al inicio de esta providencia y absolvió a la llamada en garantía. El a quo señaló que la falta de legitimidad en la causa por activa alegada no estaba llamada a prosperar, pues, si bien no se acreditó el parentesco de los demandantes con el occiso, la prueba testimonial resultaba suficiente para probar su condición de damnificados. En criterio del Tribunal resultaba difícil establecer la legitimidad de la actuación cumplida por el 
Ejército Nacional, dado que, del acervo probatorio, se deducían dos versiones: por un lado, de los miembros del ejército según los cuales se presentó un ataque sorpresivo en contra de la tropa y, por el otro, de los ocupantes de vehículo quienes manifestaron que desconocían el origen de la tragedia. Lo que encontró acreditado fue que el señor Luis Alberto Santos resultó muerto, cuando se desplazaba en el bus de la empresa Copetrán, en un enfrentamiento armado entre cinco guerrilleros, que se encontraban en el vehículo, con una patrulla del Ejército Nacional; así lo reconoce tanto el informe oficial como los diferentes testigos del proceso: 

“En el caso sub examine la Sala encuentra fundada en la teoría del daño especial, que hay lugar a la responsabilidad del Estado y por lo tanto debe responder al excederse en la carga que normalmente debía soportar LUIS ALBERTO SANTOS en relación con los demás integrantes de la comunidad, rompiéndose así el principio de igualdad ante la ley o equilibrio frente a las cargas públicas, lo que hace antijurídico el daño…” (folio 380, cuaderno 1).

De otra parte, en relación con la empresa de transporte, llamada en garantía, estimó configurado el hecho exclusivo de un tercero, dado que resultaba fuera de toda lógica que se le exigiera algún tipo de resistencia frente al grupo subversivo, más aun cuando el mismo amenazó con acudir a vías de hecho: “no se le podía exigir al conductor un acto de temeridad para frustrar las intenciones demenciales de los alzados en armas, cuando evidente resulta la impotencia a la que resultó reducido” (folio 383, libro 1). Tampoco se le podía exigir la suspensión del servicio, cuando en sitios donde se presentan alteraciones de orden público las autoridades, bajo amenaza de sanciones, obligan a las empresas a prestar el servicio.

Negó la indemnización por daño emergente, ya que los gastos funerarios fueron cancelados por un tercero diferente de los demandantes. El lucro cesante fue reconocido a Lucrecia Santos Jaimes y Rosalba Bermúdez, con base en un ingreso mensual de $120.000.oo; respecto de la segunda de las nombradas, condenó en abstracto, por no poder determinar la edad de la demandante. Así mismo, por concepto de perjuicios morales, condenó al pago de la suma equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro a favor de las dos actoras citadas y de Fredy Enrique Vargas Bermúdez y 400 gramos de oro a favor de Rosana Méndez Santos (folios (folios 356 a 395, cuaderno 1). 

III. RECURSO DE APELACIÓN:


La parte demandante interpuso y sustentó recurso de apelación contra la anterior providencia. Solicitó que se condenara en concreto respeto del lucro cesante decretado en favor de la señora Rosalba Bermúdez y el aumento de la indemnización por daño moral, de 400 a mil gramos de oro, en favor de la señora Rosana Méndez Santos, quien perdió en la tragedia a su único hermano. Solicitó, además, el pago de la indemnización por daño emergente, dado que no está probado que quien sufragó los gastos funerarios fuera el Ministerio de Defensa. Si bien el pago lo realizó el sindicato de trabajadores del Hospital Ramón Gonzáles Valencia, no se probó que lo hizo  a nombre de dicha entidad estatal y que se hubiera presentado la figura de la subrogación, como tampoco se trató de extinguir la obligación de la responsable, mediante el pago por un tercero (folios 398 a 405, cuaderno 1). 

El recurso fue concedido el tres de julio de 1997 y admitido el dos de octubre siguiente. En el traslado para presentar alegatos de conclusión, las partes y el Ministerio Público guardaron silencio (folios 407, 412, 418 y 420, cuaderno 1).

IV. CONSIDERACIONES:

1. LIMITES A LA COMPETENCIA DE LA SALA:

Se advierte, en primer lugar, que la Sala tiene competencia para conocer este proceso, en segunda instancia, no sólo en virtud del recurso de apelación interpuesto, sino de la consulta que, conforme a lo dispuesto en el artículo 184 de Código Contencioso Administrativo, debe surtirse en favor de la administración.


Por consiguiente, es necesario aclarar que no es aplicable, en este caso, la reforma introducida a la norma citada por la Ley 446 de 1998. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 163 de dicha ley, el recurso debe tramitarse conforme a las normas vigentes cuando el mismo se interpuso.

No obstante lo anterior, la Sala reitera el criterio fijado desde el 18 de noviembre de 1994, en relación con la procedencia de la consulta. Se precisó, en aquella oportunidad, que, para efectos de establecer si debía surtirse dicho grado de jurisdicción, había que tener en cuenta el monto de la condena impuesta, de manera que si éste era inferior al límite señalado para que el asunto se tramitara en dos instancias, no debía surtirse la consulta, a pesar de que originalmente y conforme a la demanda, el proceso tuviera vocación de doble instancia
.

En este caso, mediante sentencia del seis de junio de 1997, se condenó a la demandada a pagar a la demandante, por concepto de perjuicios materiales, la suma de $13.806.689.98, dado que, conforme a lo dispuesto en el decreto 597 de 1988, en esa época, debían tramitarse ante los Tribunales Administrativos, en primera instancia, los procesos de reparación directa cuya cuantía fuera igual o superior a $13.445.600.oo., es claro que la sentencia del a quo es consultable.

Así las cosas, esta Sala tiene competencia para revisar el fallo del Tribunal no sólo en relación con los aspectos objeto del recurso interpuesto, sino respecto de todos los elementos que dieron lugar a la imposición de la condena en contra de la entidad demandada, pudiendo, en consecuencia, modificar dicho fallo sin limitación alguna, en favor de la entidad demandada, en virtud del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, y de lo dispuesto en el citado artículo 184 del Código Contencioso Administrativo, según el cual la consulta se surte en favor de la administración.
2. PRUEBA TRASLADADA 

Debe anotarse que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia
, las pruebas que acreditan la responsabilidad de la demandada, que provienen de procesos tramitados en justicia penal militar pueden ser valoradas en la presente causa contencioso administrativa, dado que se practicaron por la parte contra la que se aducen. En efecto, la Sala ha dicho lo siguiente: 

“Los testimonios antes citados hacen parte de la respectiva investigación disciplinaria que, si bien no fueron ratificados en el presente proceso contencioso administrativo, sí pueden ser válidamente considerados en éste, por cuanto se trata medios de prueba que hacen parte de la investigación adelantada por la propia entidad demandada, esto es, la Policía Nacional y, que por lo tanto, fueron practicados con su pleno conocimiento, cuya incorporación al proceso se decretó y efectuó a petición de la parte demandante”.
 

En el mismo sentido se ha manifestado:

“Sobre este punto, es pertinente advertir que, si bien los testimonios rendidos en la citada investigación penal no fueron objeto de la ratificación exigida en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, aplicable al proceso contencioso administrativo en razón de la remisión que en materia probatoria expresamente consagra el artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, de conformidad con el reiterado criterio fijado por la Sala sobre el particular, dichos testimonios pueden y deben ser válidamente valorados, por cuanto fueron practicados por la propia entidad en contra de quien se pretenden hacer valer, es decir, con su previo y pleno conocimiento, los mismos que luego, a petición de la parte demandante (fl. 19 cdno. ppal.), fueron allegados en copias auténticas como prueba trasladada, pero que precisamente en torno a ellos, en primera instancia, tanto el Ministerio Público como el propio tribunal estructuran el planteamiento de inexistencia de responsabilidad de la entidad demandada”
.

En estas circunstancias, la Sala considera que son valorables los testimonios y documentos que se encuentran en el proceso adelantado por el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar. 

 Debe anotarse, sin embargo, que en relación con las indagatorias de los miembros del Ejército Nacional que obran en dicho proceso, no pueden ser trasladadas al proceso contencioso administrativo, ya que no pueden valorarse, en ningún caso, como prueba testimonial ni someterse a ratificación. En efecto, si bien se trata de una declaración rendida por un tercero, no cumple los requisitos del testimonio, porque no se rinde bajo juramento.

En el mismo sentido, tampoco son valorables las pruebas practicadas por la Fiscalía Regional delegada ante la Sijin de Bucaramanga, dado que no cumplen con los requisitos previstos en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto no fueron solicitados en ese proceso por la demandada ni fueron practicados con audiencia de ella. Las declaraciones que hacen parte de esa investigación, tampoco fueron ratificadas en los términos previstos del artículo 229 del mismo Código. 


3. EL CASO CONCRETO

a. El siete de octubre de 1992, en el municipio de Santa Bárbara (Santander), en el sitio denominado El Tope, murió el señor Luis Alberto Santos, en un enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y un grupo de guerrilleros que se encontraban en un bus de la empresa Copetrán, en el cual se desplazaba el occiso como pasajero. Lo anterior, de acuerdo con el registro civil de defunción de la Registraduría Nacional del Estado Civil de ese municipio y el acta de levantamiento de cadáveres practicada por la Inspección de Policía Municipal de la misma población, así como la certificación del Fiscal 24 de la Unidad Previa y Permanente de Bucaramanga (folios 5 y 7, cuaderno 1, 64 y 75, cuaderno 2). 

En el acta de necropsia del cadáver de Luis Alberto Santos, practicada por la regional nororiente del Instituto de Medicina Legal de Bucaramanga, se concluyó que se trató de “muerte violenta por arma de fuego”; presentaba once impactos de bala: en la región temporo occipital izquierda del cráneo, en la clavícula derecha, en la fosa iliaca derecha, en el triángulo de escarpa derecho, bajo el pliegue inguinal derecho, en la cara interior de la rodilla izquierda, en el oído izquierdo, en la cara interior del codo izquierdo, en la cara externa del muslo derecho, en el mastoideo derecho, y una laceración cutánea sobre el pectoral derecho. Además, presentaba huellas de esquirlas en la cara anterior del muslo derecho y en la región lumbar (folios 157 a 161, cuaderno 1). 

b. El del Ejército estaba cumpliendo las ordenes de operación 007/92 y 008/92, dirigidas por el comandante del Batallón Los Guanes a la Compañía A y sus contraguerrillas Delfín y Leopardo, en las que se informaba de la presencia, en la provincia de García Rovira, de miembros del frente Efraín Pabón Pabón del ELN, que se habían dedicado a cometer actos delictivos y atentados contra la fuerza pública (folios 69 a 72, cuaderno 1). En la 008, se ordenó:

“3. MISIÓN

“Compañía “A” a partir del 062100-OCT-92 efectúa patrullaje y operaciones ofensivas para contrarrestar las acciones delictivas de bandoleros del ELN, efectuando registros en el área general de la vereda El Tope, jurisdicción del municipio de SANTA BÁRBARA (SS)” 

“4. EJECUCIÓN

“a. Concepto de la operación

“Consiste en efectuar desplazamiento en dirección al área de la vereda El Tope, finca La Meseta mediante infiltración con el fin de contrarrestar las acciones terroristas y delictivas de los bandoleros en la región.

“5. INTRUCCIONES DE COORDINACIÓN

“a. Buen trato a la población civil y a sus propiedades, sin olvidar las normas de seguridad.

“b. Coordinaciones del caso con las tropas que se encuentren en el área.

“c. Prohibido pernoctar en casa de habitación.

“d. Brazaletes de acuerdo al Código de Identificación vigente.

“E. Frecuencia 62000 PR-77” (folios 69 y 70, cuaderno 1).

c. De acuerdo con el informe del comandante del Batallón, los hechos sucedieron de la siguiente forma:

“1. La contraguerrilla “Delfín “ orgánica del Batallón de contraguerrillas N°5 Los Guanes, adscrito a la Quinta Brigada, se encontraba en cumplimiento de misiones de Orden Público por el área general del municipio de SANTA BÁRBARA (SS) y aproximadamente a las 09:00 horas del día 07 de Octubre de 1992 los primeros soldados llegaban al sitio denominado El Tope jurisdicción del municipio en mención y simultáneamente apareció un bus de “Copetrán” registrado con el N° 168, desde donde los soldados recibieron fuego con armas de largo alcance por parte de los bandoleros que se movilizaban dentro del vehículo, resultando en el acto herido el soldado voluntario MEDINA MORA FABIO IVÁN en el antebrazo izquierdo con impacto de arma de fuego.

“Ante esta situación la Contraguerrilla entró en su defensa repeliendo el ataque de los bandoleros quienes abrieron fuego de todas partes del bus, produciéndose así el intercambio de disparos y al mismo tiempo se escucharon detonaciones de bombas caseras y granadas dentro del bus accionadas por los guerrilleros, como también arrojaron algunas contra la patrulla que dejó como resultado heridos al Soldado Voluntario PABÓN ORTEGA ALFREDO y Soldado Voluntario VARGAS GIOVANNY por esquirlas de los explosivos.

“Posteriormente se detectó que dentro del bus venían pasajeros, ordenándose el cese del fuego por parte de la tropa, situación aprovechada por los bandoleros para abandonar el vehículo disparando en todas direcciones y entrando en contacto directo con la contraguerrilla lo cual dio como resultado la baja de 05 sujetos y la incautación de material de guerra de uso privativo de las Fuerzas Militares (folios 64 y 65, cuaderno 1). 


Allí mismo, se informó que, de los 34 ocupantes del bus, habían muerto nueve, entre los cuales se encontraba Luis Alberto Santos y sus hijos menores Leidi Milena y Nelson Alberto Santos Bermúdez, hijos también de la demandante Rosalba Bermúdez, quien resultó herida en el mismo hecho, con otras 16 personas, incluido el conductor del vehículo, Carlos Puentes. También resultaron muertos los cinco subversivos y heridos tres de los soldados de la patrulla militar. En la operación fueron incautados cuatro fusiles galil, la munición de dicho armamento, dos granadas y material de intendencia (folios 64 a 68, cuaderno 1).

El comandante de la compañía A, al día siguiente de los hechos, informó lo siguiente al comandante del batallón:

“De acuerdo a la orden fragmentaria de operaciones N°008 del 07 de octubre de 1992 del comando de Batallón a la compañía “A”, efectúa operaciones ofensivas en el área general de la provincia de García Rovira, municipio de Santa Bárbara y San Isidro.

“En el área predomina el tiempo frío, terreno quebrado y cubierto. La operación se desarrolló siendo las 210006-oct-92, llegándose al área general del municipio de Santa Bárbara, con base en informaciones de los pobladores de la región se estableció la presencia de bandoleros en número de 250, efectuando actividades de extorsión, secuestro, boleteo y asesinatos, quienes tenían instalado un campamento. En horas de la madrugada del 07-oct-92, la contraguerrilla Leopardo y Dedin (sic) por diferentes vías de acceso llegó hasta el lugar para verificar dicha información sin resultados.

“Se efectuaron los registros correspondientes y se continuó con el patrullaje a nivel de contraguerrillas; saliendo aproximadamente las 09:00 horas del día 07 de 1992, los primeros soldados llegaron a pie, al sitio denominado el tope haciéndolo simultáneamente el bus de la Empresa Copetran N° 168 desde donde los soldados recibieron fuego con armas largas por parte de un grupo de bandoleros que venían en el vehículo lo cual arrojó como resultado el SLV MEDINA MORA FABIO herido en la altura del antebrazo izquierdo con arma de fuego, inmediatamente se produjo la reacción de la tropa la cual identificó la procedencia del fuego y esperó a identificar plenamente a los bandoleros para iniciar el fuego, los bandoleros continuaban disparando desde el bus sin dejar bajar a los pasajeros, produciéndose detonaciones al parecer de bombas caseras y granadas deltro (sic) del bus accionadas por los bandoleros y acompañadas de gran número de disparos hacia la tropa arrojando nuevamente dos (2) soldados heridos con esquirlas de granadas siendo estos el SLV. PABÓN ORTEGA ALFREDO y SLV. VARGAS GEOVANNY; minutos más tarde los subversivos se bajaron del bus disparando en todas direcciones entrando en contacto directo con la tropa donde fueron dados de baja.

“Se solicitó la presencia del inspector y la enfermera del municipio de Santa Bárbara para el levantamiento de los cadáveres constatándose que se trata de cinco (5) subversivos con sus respectivas armas largas con que atacaron la tropa.

“Se pudo evidenciar por la documentación encontrada que los bandoleros pertenecían a la cuadrilla EFRAIN PABÓN PABÓN del ELN” (folios 28 y 29, cuaderno 2).

En la parte destinada a informar sobre los resultados de la operación, se relacionan los tres soldados heridos, cinco bajas de los subversivos y el material incautado. No se hace ninguna referencia a los ocupantes del bus heridos y muertos (folios 29 y 30, cuaderno 1).

Fueron 19 los militares que participaron en la operación dos subtenientes (comandante de la contraguerrilla y comandante del operativo), un cabo primero y otro segundo, los demás eran soldados voluntarios, de acuerdo con el informe del comandante del batallón al juez 109 de IPM (folio 133, cuaderno 1)

d. En el acta elaborada por el juzgado 109 de Instrucción Penal Militar se describió el sitio de los hechos de la siguiente forma:

“Siendo las 13:00 horas el suscrito Juez y su Secretario y la patrulla militar, llegamos hasta le sitio conocido como “El tope” ubicado en la Ye que forman la carretera que conduce de Bucaramanga a Málaga y aparta el ramal carreteable del municipio de Santa Bárbara. En el centro de la carretera ocupando la mayor parte del carril izquierdo, a unos treinta metros del ramal que conduce a Santa Bárbara se encontró un bus de transporte público, tipo metropolitano, afiliado a la Empresa de Transportes Copetrán, distinguido con el número interno N° 168 y placas del INTRA XV 0654. En la parte trasera del bus se observan impactos de arma de fuego en el parachoques así como en la compuerta izquierda que sirve de tapa al compartimiento del motor. Los vidrios traseros se encuentran destrozados, más sin embargo en los fragmentos que quedaron adheridos a los marcos se aprecia el impactos (sic) por arma de fuego. El observar la puerta izquierda de la carrocería del bus, en el conjunto de las latas se aprecian varias perforaciones, en número, que a grosso modo se contaron determinando que hay unos diez; los vidrios de seguridad de las ventanillas del lado izquierdo están en su mayoría destrozados. Observando el lado derecho del bus en el conjunto de latas se aprecian varios impactos, que contados rápidamente dieron un número de treinta dos, incluso hay perforaciones en las latas, y los vidrios de seguridad de las ventanillas están destrozadas. La parte delantera del bus presenta la defensa de parachoques retorcidos, la placa en el suelo desde y dentro del conjunto hecho en fibra de vidrio se observa un número superior a los dieciocho impactos. En la carretera, que es destapada y sin pavimento, aparecen en el contorno que rodea al bus los fragmentos de los vidrios de seguridad. Los vidrios delanteros igualmente se encuentran destrozados y se observan impactos en las láminas de los vidrios retrovisores. El conjunto de la llantas delanteras están desinflados o pinchadas. Sobre la escalera que sirve de ingreso al automotor se observa que impactó en la lámina lateral derecha con abundantes rastros de sangre y al penetrar en la cabina del conductor se denotan numerosos impactos en las paredes tapizadas en hule que forran la cabina, hay vidrios regados en fragmentos dentro de la cabina y se observan varios proyectiles correspondientes a armas de largo alcance, hay desorden de ropa en el piso de la cabina del conductor y se observan numerosas huellas de sangre. Pasando la cabina del conductor al compartimiento destinado a los pasajeros, sobre el piso, frente a los puestos N° 3 y 4, y en posición de cúbito ventral aparece el cadáver de un menor, cuya edad no es superior a los diez años, observándose un charco de sangre en el sitio donde tiene posada su cabeza, el cadáver del menor se encuentra vestido con suéter azul, pantalón bluyin (sic) azul, medias blancas y zapatos negros. Prosiguiéndose al interior del bus, por el pasillo, en el piso se observa el cadáver de un hombre [Luis Alberto Santos] de contextura endomorfa, en posición de cúbito abdominal, que viste pantalón marrón con la camisa ensangrentada, denotándose que presenta una herida de gran extensión en la cara anterior de su pierna izquierda así como destrozos en la parte facial. Sobre el conjunto de los asientos numerados 1 y 2 está el cadáver de una niña que no sobrepasa los seis años de edad en posición de cúbito ventral, que viste pantalón negro, suéter azul con blanco, medias blancas y zapatos negros; se le observa una herida en la región del homóplato (sic) parte superior izquierda y destrozos en la región facial. Sobre el pasillo hay abundantes charcos de sangre, se observa vainillas de proyectil de arma de largo alcance. En el centro del pasillo está el cadáver de una mujer en posición de cúbito abdominal total que viste una blusa y falda con pintas rojas, azules y negras; a simple vista no se observan las heridas que presente, pero el conjunto de su cuerpo se encuentra manchado de sangre, En el puesto N° 9 se aprecia parte del cuero cabelludo de una persona. En el puesto N° 25, ventanilla izquierda, en posición de sentada y con la cabeza inclinada se encuentra el cadáver de una mujer de mediana edad que viste blusa y falda color rosa, así a simple vista se le observan los destrozos en la cara anterior de su pierna izquierda. En los puestos N° 31 y 32 en la parte derecha del bus, se aprecia el cadáver de una mujer joven que viste “sudadera” color negra con blanco y rayas rojas, medias blancas y zapatos tenis, en posición de cúbito ventral y ocupando los dos, cubriendo con parte de su cuerpo el cadáver de un niño que no sobrepasa los dieciocho meses de edad y viste el menor una camiseta blanca con pantaloncito color azul y tenis color blancos, a simple vista no se le observan las huellas de violencia diferente a mancha de sangre en la región craneana y parte del rostro. En la parte posterior del bus donde están ubicadas las últimas hileras de sillas sobre el piso se halla (sic) en posición de cúbito abdominal el cadáver de un hombre que viste pantalón tipo bluyin (sic) color azul, camisa blanca a cuadros y calza botas de caucho pantaneras, sobre el cadáver hay un pantalón camuflado del Ejército que denota deterioro por el uso, así como un arma larga con caja y culatin de madera, que al parecer es de una carabina, con huellas de violencia se observan heridas en la región craneana y su cuerpo se encuentra sobre un charco abundante de sangre. En total según las descripciones hechas anteriormente se encuentran ocho cadáveres dentro del interior del bus. El Despacho destaca que el interior del bus se encuentra en absoluto desorden en cuanto hay regados por doquier las pertenencias de los pasajeros que lo ocupaban; hay numerosos impactos que perforaron los cojines de los asientos; las cortinas de los ventanales del bus se encuentran perforadas, sobre todo las colocadas en la parte trasera del bus; hay abundantes fragmentos de vidrio. Se observan numerosas huellas y charcos de sangre... Hay igualmente regados en piso panfletos que corresponden a la propaganda subversiva alusiva al guerrillero (Guerrillero) (sic) ELN” (folios 1 y 2, cuaderno 2).

Después describe que, fuera del bus, fueron encontrados cuatro cadáveres más, uno a veinte metros, otro a tres del primero, el tercero a siete metros del anterior, y el último a cincuenta metros, todos armados de fusiles galil con munición y material de intendencia (folio 2, cuaderno 2). 

 e. Debe anotarse que buena parte de los pasajeros que declararon en el presente proceso así como el adelantado por el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar, manifestaron que desconocían quien inició el enfrentamiento, así como la forma como fueron muertos o heridos los ocupantes del bus; solo hacen referencia a una fuerte balacera con muy precarias precisiones sobre las circunstancias del hecho. Es el caso de Ana Delia Galindo (folio 13, cuaderno 2), Adolfo Navarro Cáceres (folios 14 y 15, cuaderno 2), Irma Ruiz de Figueroa (folios 47 y 48, cuaderno 2), Germán Javier Ibáñez Alfonso (folios 98 y 99, cuaderno 2) y José Francisco Camargo Rodríguez (folios 102 y 103, cuaderno 2).

e. 1. De acuerdo con otros testimonios, que obran en el expediente, el bus de Copetrán salió del terminal de transportes de Bucaramanga a las seis de la mañana, con destino a las poblaciones de Málaga y Capitanejo. En el sitio denominado Los Curos se encontraron un retén del Ejército Nacional en donde fueron requisados. Allí el vehículo se encontraba con el cupo completo, entre 41 o 42 pasajeros. Más adelante, en el sitio denominado La Ceba, se subieron entre cinco y siete individuos, dos por lo menos con uniforme de la policía, los otros de civil, todos portaban armas largas, entre ellas una carabina, lo mismo que munición y las respectivas reatas para cargarlas; fueron identificados como miembros del ELN, por la propaganda que repartieron y porque algunos pasajeros y el conductor preguntaron por la fecha en que se iba a iniciar un paro armado en esa región del país; después, se detuvieron en un restaurante llamado Los Pinos, el cual estaba cerrado, y los subversivos pegaron carteles en el bus de “los quinientos años de América” 
. Volvieron a subirse, el conductor del vehículo, Carlos Enrique Puentes Castillo, dijo que: “...adelante iban apenas dos, el resto se metieron atrás y yo cerré la puerta de la cabina que divide al conductor y los pasajeros… (folio 311, cuaderno 2); aproximadamente a las nueve de la mañana llegaron al sitio denominado El Tope, y, después de una curva, se inició el enfrentamiento con el Ejército. El mismo declarante lo relató de la siguiente forma:

“Yo vi el Ejército, yo apenas asomé el bus en ese sitio, apenas vi como cuatro soldados en un kioskito (sic), los soldados no hicieron ninguna señal de pare, yo vi a eso soldados en un kioskito (sic), ellos no estaban haciendo retenes, porque cuando hacen retenes ellos ponen los avisos, pero ahí no había nada, ellos estaban era hablando en el kioskito (sic), yo seguí andando el bus y cuando los guerrilleros que iban adelante vieron al Ejército ellos se tiraron y yo frené en seco y se inició una balacera, a mi me hirieron de una vez y quedé en el piso del bus y permanecí todo el tiempo en el piso del bus pegado al asiento de adelante, no me acuerdo bien en que sitio pero adelante y no vi nada más, quedé ahí herido y quieto... Los guerrilleros se tiraron apenas vieron al Ejército, no supe quien disparó primero” (folio 311, cuaderno 2).

El ayudante del bus, Evert Puentes, afirmó que quienes iniciaron el enfrentamiento fueron los subversivos:

“... cuando llegamos a la curva estaba la patrulla del Ejército, yo vi el Ejército y me asusté todo pero después creí que eran amigos de los guerrilleros porque vi a uno que llevaba una balaca color verde en la cabeza, porque yo vi que los manes (sic) no se pellizcaban ni los del Ejército tampoco se pellizcaban, es que del Ejército penas (sic) habían dos parados en el kioskito (sic), el Ejército no le salió al bus a requisarlos ni nada y el que se dio cuenta fue el que venía de espaldas sentado contra el vidrio y dijo “Huy (sic) hijueputa”, entonces el que estaba en el estribo miró y de una vez se tiró del bus y abrió fuego contra los soldados, el de la carabina de palo se agachó y metido con la carabina ahí de cabeza y mi tío [Carlos Enrique Puentes Castillo] le decía tírese, entonces cuando el tipo que se tiró del estribo disparando, ahí el Ejército comenzó a disparar...” (folio 7, cuaderno 2).

El mismo declarante preciso la anterior circunstancia: 

“Estaban como a treinta metros, ahí fue cuando se salió el guerrillero y le dio plomo a los soldados. Lo que pasa es que nosotros al entrar a la curva mi tío vio el Ejército, estacó el bus y lo frenó, incluso el soldado se quedó mirando el bus, pero sin sospecha ninguna y ahí fue cuando el guerrillero que estaba contra el parabrisas dijo hay (sic) jueputa, el otro guerrillero se botó y abrió fuego contra el soldado que venía distraído, y que la puerta del bus estaba abierta por que ahí se quedaban dos profesores o sea los que íbamos llegando a la curva ellos me tocaron y yo abrí y ya en la plomacera me tiré en la entrada de la puerta del interior del bus, es que eso fue en instantes, eso es en momentos” (folio 9, cuaderno 2). 

La mayoría de los pasajeros no pudo determinar cómo se inició la balacera; así lo manifestaron Rosa Delia Ramírez de Anaya (folio 173, cuaderno 1), Rosmira Bohórquez Pedraza (folio 180, cuaderno 1) y Sabino Tarazona Castañeda, quien relató:

“Yo cuando sentí que como que el bus pasó por debajo de una armazón de palo, totió la carrocería y el que iba al lado mío fue el que primero se dio cuenta de que eran tiros, yo sentí la lluvia de frente no de espaldas donde iban los guerrilleros, la balacera fue de frente, el que vio el Ejército disparar fue el que iba al lado mío, yo fue que sentí, el no dijo nada sino que se botó al piso del bus y yo también me boté, me di cuenta que había Ejercito cuando sentí ya la totazón en el bus y vi al Ejército y de (sic) inmediatamente me tiré al piso porque la lluvia era muchísima” (folio 130, cuaderno 2). 

Otros, como Sabino Tarazona Castañeda (folio 129, cuaderno 2) y Gloria Bernal Villabona, afirmaron que quienes iniciaron el enfrentamiento fueron los miembros del Ejército; esta última manifestó:

“Había un retén del Ejército y ni siquiera mandaron a parar el bus, sino que de una vez encendieron el plomeo, el Ejército fue el que primero disparó claro que a las llantas, y la guerrilla por eso rompió los vidrios del bus y empezó a disparar, la culpa de esto la tiene el Ejército porque los primeros tiros que se escucharon fueron los del Ejército” (folio 186, cuaderno 1).


Inmediatamente le cuestionaron que no podía ver la parte delantera del bus porque la cabina del conductor se lo impedía,  respondió:

“Si existe la cabina que separa al conductor de los pasajeros, pero los primeros tiros fueron a las llantas y sólo la gente que esta afuera puede hacer los tiros a las llantas, además yo me paré inmediatamente del puesto y miré hacía afuera y estaba todo lleno de ejército, el ejército estaba disparando... sinceramente lo que yo vi fue eso, porque los primeros tiros que el bus iba andando y se formó la balacera el ejército no ordenó parar el bus, cuando comenzaron los disparos el bus iba andando...” (folio 186, cuaderno 1)


Desde el inicio del enfrentamiento armado fueron heridos y muertos varios de los pasajeros del bus; a partir de la descripción de Rosmira Bohórquez Pedraza, es posible percibir su situación:

“... yo siempre que viajo me quedó dormida, y me despertaron los gritos de la gente, y luego sentí los tiros, entonces yo me quedé en la silla, porque nos estaban disparando, inmediatamente me quede quieta en la silla del bus porque anteriormente había tenido una experiencia similar y la reacción mía fue esa, el compañero que iba al lado mío se tiró al piso a mi lado, todo el mundo gritaba y se escuchaba el llanto de muchos niños, la balacera fue tremenda, quiero aclarar que cuando yo me desperté y vi que nos estaban disparando había un muchacho de sombrero que estaba al lado mío, pero yo le gané prácticamente el hueco donde me escondí, como yo había escondido el maletín debajo de la silla, yo bregaba a sacar y me metí en el rinconcito de la silla para esconderme, en esa trifulca el desespero es tremendo, escuché metralletas el bus se movía, los vidrios de la ventanas se reventaron y me corte las piernas y los brazos, ese tiroteo duró como una hora en ese momento la gente gritaba me hirieron y me mataron yo todo el tiempo estuve pendiente de tratar de no salirme de la silla donde estaba pero tuve miedo porque que tal que entrara una bala por la ventana, a mi me hirieron casi al final, me penetró un tiro por la cadera, yo sentí que me entró la bala, pero yo creí que me mataron y me puse a rezar, el fuego paró un rato y empezó otra vez, siempre se escuchaban explosiones y el bus se movía bastante, cuando me hirieron yo ya no oía el llanto de los niños, al rato pararon el fuego y empezó la gente a bajarse, vi al conductor tirado en el piso, y me decía que saliera de ahí, yo le dije que estaba muy asustada y pensé que si me salía me mataban, entonces me arrastre hacía la orilla, y vi un poco de muertos adelante del bus, y vi una profesora que viajaba conmigo, entonces cuando vi que ella se bajó, me levanté y me animé a pararme y vi mi zapato suelto, cuando mire al frente había gente del Ejército y ponían el arma de frente, me asusté porque pensé que el Ejército me iba a disparar y por eso levante las manos, yo me pude parar con dificultad, y me sostuve de las sillas, cuando llegué a la puerta me dio susto de que me dispararan, me bajé del bus...” (folios 177 y 178, cuaderno 1).

Evert Puentes, también describe una situación dramática:

 “... yo ahí estuve ahí (sic) en toda la entrada tirado en toda la entrada donde empieza la primera fila de los pasajeros para adentro con las piernas mías hacía afuera de la cabina del conductor en el piso y sonaba plomo, sentía que volaban vidrios para todas partes, yo no supe ni como no por donde salieron los guerrilleros que estaban en el bus con los pasajeros, lo único que sentía era sangre que me caía en la cara de un señor que estaba en la primera silla, sentía la sangre caliente y me escurría por la cara mía, eso es muy berraco...” (folio 8, cuaderno 2).

José Vicente Lora Martínez relató cuando murió el occiso y sus dos hijos:

“En el momento de cruzar el puentecito ese ahí se formó la balacera, yo al escuchar la ráfaga por experiencia no vivida en el momento, sino por el momento de los hechos me deslizé (sic) de una vez al piso del bus porque sino lo hacía no estaría dando esta declaración porque iba en el puesto N° 8 de la parte derecha del bus, en la ventanilla, ahí empezamos todos a gritar al piso la mayoría no tuvo tiempo de tirarse al piso, por ejemplo dos niños y el papá [ Luis Alberto Santos] que iban delante de mi, murieron instantáneamente... (folio 198, cuaderno 2).

Aníbal Correa Correa relató la muerte de su esposa e hijo menor de edad: 

“... Según el tiempo eran como las 9 de la mañana cuando llegamos al Tope, el bus de un momento a otro se detuvo, nosotros no sabíamos que estábamos en el Tope y ya íbamos a llegar, el bus se detuvo de manera normal, hubo un disparo en la parte de adelante del bus, como a los 20 segundos del disparo ese, fue totalmente encerrado el bus en disparos es decir caía de todos los lados de afuera, todo el mundo nos tiramos al piso del carro incluyendo los mismos individuos que iban en el pasillo del bus, fueron corriendo hacía atrás y se tiraron también al pasillo, todo el mundo gritaba, escuché la voz de un muchacho que dijo que le habían dado era uno de los guerrilleros, otro muchacho por allá atrás le preguntaba que si estaba bien o sea otro guerrillero y él le decía que no que le habían dado que le habían dado, ese mismo sujeto le preguntaba que si se encontraba bien gritaba que no más, que no más disparos, que iban mujeres y niños que no mas disparos y el fuego continuaba, al poco tiempo de que comenzó el fuego recibí yo dos heridas una en la espalda y otra aquí en el brazo, yo le dije a mi señora SANDRA MILENA. El Despacho deja constancia que el declarante porrumpe (sic) en sollozos e interrumpe la hilación de su respuesta, por un lapso de 30 segundos; yo le dije a ella que yo estaba herido, que mantuviera al niño abajo en el piso del carro, en ese momento entró un disparo por la parte del ventanal de arriba del bus, traspasó la silla donde estábamos y le pegó al niño en la parte superior de la espalda casi en la nuca, yo me di cuenta y le dije a SANDRA MILENA que le habían pegado al niño, ella se fue así a cubrirlo y a acariciarlo y entró una bala en la misma dirección y le pegó por la cabeza a ella, como a los 15 minutos de que esto sucediera o sea cuando ellos fueron heridos, fue suspendido el fuego...” (folio 403, cuaderno 1).

Luis Alberto Delgado Jaimes relató las heridas que recibió y como encontró a su madre muerta:

“... y en esa balacera fue cuando me pegaron a mi como cinco tiros, llovían tiros de todos lados, los tiros que me pegaron me remataron en las piernas y uno que pasó raspando al lado de la tetilla, entonces un guerrillero gritaba y nuevamente tiros, y ahí terminó la balacera, entonces dijeron salga y los heridos gritaban ayúdenme, uno me pidió a mi, yo le dije que no podía porque estaba partidas las piernas, salí de rastra con mucho dolor, entonces vi a mi madre que estaba ahí muerta, mi madre se llama NINFA JAIMES DELGADO, ella iba en el puesto N° 25... antes de la primera balacera me decía, Albertico, mire nos mataron, nos van a matar...”(folio 11, cuaderno 2).


No es posible determinar cuál fue la duración del enfrentamiento; sin duda, la obvia tensión de los pasajeros condujo a que se alterara su percepción del tiempo; por ejemplo Adolfo Navarro Cáceres afirmó que duró más o menos 15 minutos (folios 14 y 15, cuaderno 2), Carlos Enrique Puentes, conductor del vehículo, lo aumentó a veinte (folio 311, cuaderno 2), Fabio Ordóñez Jerez a media hora (folio 123, cuaderno 2), Evert Puentes dijo que fueron 45 minutos (folio 8, cuaderno 2) y Rosmira Bohórquez Pedraza y Rosa Delia Ramírez de Anaya que la duración había sido más o menos de una hora (folios 173 y 177, cuaderno 1).

Finalizada la balacera, los pasajeros salieron del bus con las manos en alto; Evert Puentes relató lo siguiente:

“... gritaron que salieran las mujeres con las manos arriba y las mujeres salieron y de ahí salimos el resto, cuando nos bajamos yo me fui para donde estaba mi tío que era el conductor a taparle con un trapo una herida que tenía en el estómago, tenía un tiro en la pierna y otro en el brazo tenía como esquirlas, en la pierna tenía un huequito no le cogió hueso ni nada, estuvo de buenas, todos los heridos estaban en una tienda, vi una muchacha que tenía un brazo casi destrozado, mochado y un pasajero también la pierna totalmente estallada, un muchacho tenía un tiro en la mano, otro muchacho tenía un tiro en el cuello, todos los que estaban tenían heridas de bala, después salimos ahí para echar los pasajeros heridos en un camión y ahí se llevaron a mi tío también herido, después de que se llevaron a mi tío me subí al bus...”(folio 8, cuaderno 2)

Miguel Ángel Rodríguez Delgado agregó:

“... los pasajeros que estábamos concientes dijimos a las señoras que por favor salieran con las manos en alto antes de que explotara el bus, pero el temor apenas salió una señora y al ver que no salía nadie más, yo salí corriendo hacia la carretera y vi el Ejército y ellos no decían que por favor que corriera tras ellos para escoltarnos y ahí nos dentraron (sic) a una tienda, tienda El Tope, después de haber pasado como otros cinco minutos, que había heridos dentro de la tienda se oyó una explosión fuerte, en después con unos soldados me puse a colaborar para ligar el conductor que se estaba desangrando, me quite la correa y lo ligué con algunos soldados, después un soldado nos tomo nombres y datos y pidió el tiquete y llegó y dijo que yo era guerrillero, el cual le di que yo llevaba ahí mi tiquete y se lo mostré...” (folios 50, cuaderno 1).

e.2. En todo caso, después de iniciado el enfrentamiento, varios de los testigos afirmaron que tanto los guerrilleros como los militares dispararon; así lo afirmaron, por ejemplo, Germán Javier Ibáñez Alfonso (folios 98 y 99, cuaderno 2) y Ricardo Poveda Álvarez:

“... yo no vi al Ejército disparar lo que pasa es que me imagino por la cantidad de disparos que se hacían de afuera hacía el bus, el bus se volvió nada, los vidrios y todo, los guerrilleros que iban en el pasillo creo que también dispararon por las ventanas, ellos no se bajaron, pero si se escuchaban disparos de dentro del bus hacía afuera y también bastantes, la gente gritaba todos somos inocentes, no disparen más, yo estando ahí en el puesto tenía la mano derecha sobre el asiento y sentí un pringue, un dolor en la mano...” (folio 217, cuaderno 1).

Gloria Bernal Villabona, manifestó lo mismo:

“... después los guerrilleros se pusieron a romper los vidrios del bus, y empezaron a disparar, los guerrilleros le dispararon a el Ejército, y empezó una guerra entre ellos, la guerrilla de adentro para afuera y el ejército a las llantas y después a donde fuera, los guerrilleros quedaron muertos y heridos en el pasillo del bus, la cosa fue que no se si los demás guerrilleros seguirían disparando porque los que estaban al lado mío murieron y el resto no se donde estarían, a pesar de todo él ejército persistía en seguir dándole al bus…” (folios 184, cuaderno 1).

Fabio Ordóñez Jerez señaló algo similar:

“... pero si se podía sentir que de dentro del bus salía plomo y a la vez de afuera disparaban contra el bus y me imagino que dentro del bus quienes disparaban hacía afuera eran los guerrilleros que se habían subido al bus yo no pude observar nada dentro del bus o sea la reacción de obra de las personas porque estaba con la cara contra el piso y tapado con el maletín...” (folio 123, cuaderno 2).

Sin embargo, Sabino Tarazona Castañeda, manifestó que los guerrilleros que se encontraban del lado de los pasajeros no accionaron sus armas:

“No dispararon, de inmediato vi que movimiento hacían los muchachos esos y de inmediato se quitaron todo, eso fue un segundo que quedaron ellos sin nada, ellos todos los cinco iban colgados de la varilla, ninguno iba en la cabina con el chofer, todos iban atrás” (folio 130, cuaderno 2).

e. 3. Los testimonios de los pasajeros son coincidentes en que durante todo el episodio rogaron que el fuego cesara, así lo manifestaron José Francisco Camargo Rodríguez(folios 102 y 103, cuaderno 2), Evert Puentes: “... todo el mundo gritaba, los pasajeros decían somos pasajeros...” (folio 8, cuaderno 2), lo mismo que Miguel Ángel Rodríguez Delgado:“...toda la gente gritábamos que por favor no disparáramos (sic) que íbamos pasajeros y niños...” (folio 50, cuaderno 2); Luis Alberto Delgado Jaimes relató lo mismo:

“...entonces todos echaron una sola gitación (sic), que no les dieran al bus que los dejaran salir, entonces se formó la balacera y se oían balas por todos lados del bus... entonces reclamaban que de por Dios no le dieran al bus, unos pasajeros gritaban casi todos que de por Dios al bus no le dieran plomo porque iban niños...”(folio 11, cuaderno 2).

Fabio Ordóñez Jerez manifestó: 
“...lo que si se escuchaba era la gente lamentándose y gritando que ya no dispararan más, que se calmaran, es decir que todos gritábamos pero no a nadie determinado, sino como hacernos sentir, en razón a que los pasajeros no éramos gente de esa que va armada, guerrilleros, de eso eran solo cinco que se subieron con armas...” (folio 123, cuaderno 2). 

José Vicente Lora Martínez dijo:

“... allí empezamos a gritar no disparen, somos pasajeros no disparen, rezábamos, les pedíamos a Dios de diferentes formas los que estábamos vivos que no nos pasara nada, recibí una esquirla y un quemón aquí en la espalda, el maletín tiene dos huecos, también en producto de la balas...” (folio 198, cuaderno 2).

Rosmira Bohórquez Pedraza, relató en el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar:

“... ahí todo el mundo gritábamos, llorábamos, pedíamos que levantaran el fuego nos disparaban de afuera... se escuchaban que los disparos no paraban en ningún momento, nosotros gritábamos que era pasajeros, y la gente trataba de acomodarsen (sic) en el pasillo y se votaban (sic) en el pasillo, al principio se escuchaba el llanto de los niños y gritábamos que éramos pasajeros que requisaran el bus, eso del tiroteo duró me parece como una hora la gente gritaba ahí me hirieron, hay me mataron y los niños ya después no se escuchaban y yo lo que hacía era pedirle a mi Dios, tanto gritar y no calmar el fuego en ningún momento y a mi me hirieron fue ya al buen rato ya casi cuando se iba a terminar… yo veía huecos en las latas del bus por todos lados, los que quedábamos vivos gritábamos que ya no más, porque casi todos quedaron muertos “ (folio 220, cuaderno 2).

María Nelly Fuentes Manrique expresó:

“... me tiré al piso y ahí me quedé el resto del tiempo tirada en el piso del bus boca abajo, escuchando tiros de toda clase, fuertes disparos, gritos de la gente que decía Dios mío favorézcanos, no dispare que somos pasajeros, no disparen que somos pasajeros, hay niños, no nos maten por Dios, toda la gente gritaba y pedía auxilio” (folio 265, cuaderno 1).

e.4. Varios de los testigos relataron que, al bajar del bus, fueron maltratados por los miembros del Ejército, quienes les apuntaron con sus armas, Rosmira Bohórquez Pedraza relató lo siguiente: 

“... me bajé del bus, y a una lo gritaban para que saliera rápido, a todos nos tocó bajar con los brazos en alto, nos trataron mal, nos gritaban, nos decían hijueputas, y nos llevaban casi de rastras, la gente mostraba los pasajes y les explicaba a los del Ejército que eran pasajeros, yo me acuerdo que un vendedor les reclamaba y les decía que porque habían cometido esa tragedia de disparar a los pasajeros en esa forma y los del Ejército lo trataron mal y le dijeron que a ellos les habían disparado y que por esa razón ellos habían tenido que disparar, nos decían de mala gana que nos calláramos la boca, cuando yo entré a una tienda a donde nos llevaron estaba la gente herida se quejaba, los del Ejército se desentendieron totalmente de los heridos a ellos no les interesó prestar atención a los heridos, no (sic) tiraban de un lado para otro, nos decían echen pa’ ya, la gente de la tienda fue la que me ayudó, los pasajeros que no se lesionaron, nos prestaron atención, en esa sala habían muchos heridos, entonces me empezó un dolor tremendo y yo me empezé (sic) a darme cuento de que realmente estaba gravemente herida, nuevamente los del Ejército empezaron a disparar eso parecía un campo de batalla, del sitio donde nos llevó el Ejército a donde se escuchaban nuevamente los disparos habían más o menos dos metros, a nosotros nos tuvieron como hasta las 12 del día allá, nos regañaron porque la gente gritaba y se quejaba, en la sala nos decía que entre nosotros había un hijueputa de esos, y nosotros le suplicábamos que nosotros no éramos guerrilleros, la gente les mostraba los pasajes y cada rato entraban a la sala, y nos reclamaban lo mismo, que había un guerrillero. A cada uno de nosotros le pedían los datos de nombre y teléfono, nos dijeron que nos iban a llevar en helicóptero y aparecieron fue dos camiones, la gente estaba muy nerviosa y no querían irse en el camión, nos echaron en el camión a casi todos, por el camino iba una ambulancia y ahí echaron a varios pasajeros y nos llevaron al hospital de Piedecuesta, a los que estábamos más heridos a las comuneros y a otras clínicas....” (folio 179 y 180, cuaderno 1)

Gloria Bernal Villabona declaró lo mismo y afirmó que estuvieron a punto de dispararle a otro bus de pasajeros:

“... cuando la gente salió del bus, nos llevaron a una pieza y recibimos atención médica del Ejército, claro que de mala gana, nos preguntaban que si éramos guerrilleros y nosotros decíamos que éramos pasajeros y que por eso les gritábamos en el bus, les mostramos los tiquetes. Después escuchamos otros disparos y ellos se fueron corriendo, claro que antes de entrar yo a la pieza pasó otro bus y el Ejército decía que seguro eran también guerrilleros, la gentes les decía que los dejaran tranquilos, el Ejército tenía intención de dispararles a los heridos los trajeron en un camión, a mí me llevaron al hospital, estuve mes y medio” (folio 184 a 185, cuaderno 1). 

Aníbal Correa Correa manifestó que lo amenazaron con sus armas:

“... alguien dijo en la parte delantera del bus que saliera una señora con un pañuelo blanco para poder salir quienes estábamos vivos, cuando yo escuché eso hice el esfuerzo a pararme y vi que podía salir y seguí caminado hacía afuera para salir del bus, iba como en el tercer puesto del bus en relación a entrar al bus cuando un soldado de afuera pero en la parte trasera al costado derecho del bus, un soldado me preguntó a mi que cuantos guerrillero habían yo le dije que no sabía y enseguida me encañonó y me dijo que si no le decía que me daba a mi también, yo le dije que como unos cinco habían, salí del bus y me fui para la tienda que hay ahí... (folio 403, cuaderno 1).

Ricardo Póveda Álvarez manifestó:

“... a lo que me baje el Ejército me gritó usted es un guerrillero, me portaron (sic) mal de palabra, me insultaron, yo seguí y les dije no yo soy pasajero y me estuve ahí con los heridos estábamos en una casa y los soldados nos preguntaban aquí entre los heridos hay algún guerrillero, nosotros les dijimos que no, todos éramos inocentes y eso era lo cierto...” (folio 217, cuaderno 2).

f. De acuerdo con lo anterior, se encuentra establecido que Luis Alberto Santos murió en un enfrentamiento armado entre la fuerza pública y un grupo de guerrilleros. El hecho ocurrió en la mañana del siete de octubre de 1992, en el sitio El Tope del municipio de Santa Bárbara, en un bus de transporte público, de la empresa Copetrán, en el que se desplazaba el occiso, cuando entre cinco y siete hombres armados, que se habían subido momentos antes al vehículo y que fueron identificados como miembros del ELN, se enfrentaron con una patrulla de la contraguerrilla Delfín, de la Compañía A, del Batallón Nº 5 Los Guanes del Ejército Nacional.


Aunque existen versiones encontradas sobre la forma como se inició el enfrentamiento, todo parece indicar, de acuerdo con la declaración del ayudante del conductor, quien se encontraba en la parte de adelante del vehículo, que los guerrilleros dispararon primero al percatarse de la presencia de los soldados en la carretera. En la mayor parte de los testimonios se afirma que tanto los subversivos, como los miembros del ejército dispararon, desde el vehículo y hacía el vehículo, sin importar que estuviera ocupado por personas civiles, con los resultados fatales de nueve pasajeros muertos, tres de ellos menores de edad, y 16 heridos.


Sobre el mismo caso, la Sala, en dos ocasiones, ha condenado a la demandada, dado que la conducta de los miembros del Ejército Nacional, que se examina en el presente proceso, configuró una falla en el servicio. En sentencia del 12 de febrero de 2004, expediente: 13.952, actores: Primitivo Sierra Fuentes y otros, se concluyó lo siguiente: 

 “Sin embargo, se observa que en el presente caso el enfrentamiento se produjo en primera instancia como una reacción defensiva de los miembros del Ejército cuando advirtieron que los insurgentes disparaban en su contra desde el interior de un bus de transporte público hiriendo a tres de ellos, las circunstancias mismas en las que se produjeron los hechos, conducen a concluir que hubo un exceso en esa reacción, y una desproporción entre el ataque de que fueron objeto los soldados y la respuesta armada que se dirigió en contra de todas las personas que se hallaban en el interior del automotor… 

“Las anteriores circunstancias, conducen a concluir que en realidad no estaba en juego la vida e integridad personal de los miembros de la fuerza pública que participaron en el enfrentamiento en cuestión, y lo que se presentó fue un desbordamiento en el cumplimiento de sus funciones, que se tradujo en la muerte y lesión de numerosos civiles inocentes que bien se ha podido evitar con algo de mesura y prudencia por parte de los militares, que por tener tal condición, no están exentos del deber de actuar dentro de ciertos límites que garanticen la seguridad de la comunidad en general; como consecuencia de tal desbordamiento y exceso en la utilización de las armas de dotación oficial, se produjo el daño antijurídico y los perjuicios morales y materiales cuya indemnización persiguen los demandantes a través del presente proceso, por lo cual resulta procedente entrar a analizar lo atinente a su reclamación”. 

En el mismo sentido se pronunció la Sala, mediante sentencia del 21 de abril de 2004, expediente 13.946, actora: Rosalba Bermúdez, en la que se dijo lo siguiente:

“Así las cosas, para la Sala, si bien en principio el actuar del Ejército se ajustó a las normas que regulan su actividad, por cuanto varios de sus miembros procedieron a repeler el ataque del cual fueron objeto por parte de dos guerrilleros que saltaron de un bus de servicio público, su actuar se tornó en irregular desde el momento en que además de atacar a dichos guerrilleros, decidieron dirigir sus armas contra el bus, en cuyo interior se encontraban particulares indefensos y terceros, que si bien, pertenecían al mismo grupo subversivo, respecto de ellos no se logró demostrar que inicialmente hubieran accionado sus armas contra los soldados que se desplazaban por el sitio y que por tanto hubieran justificado que efectuaran disparos contra el vehículo, más aún, cuando los ocupantes del bus afirmaron que los guerrilleros que se encontraban en su interior no dispararon, ni se encuentra ninguna prueba que desvirtúe esa afirmación, salvo el dicho del soldado Jairo Castellanos, quien sin embargo dijo que había escuchado los primeros disparos, y que sólo en ese instante corrió hacia el sitio donde estaban siendo atacados sus compañeros. 

“En tales condiciones para la Sala la entidad demandada excedió en el empleo de los medios que legítimamente les han sido otorgados para la preservación y mantenimiento del orden público, encontrándose probada la falla del servicio alegada por los demandantes. Como consecuencia de ese actuar irregular de ese actuar irregular, resultó lesionada la señora Rosalba Bermúdez Herrera, quien fue herida el día 7 de octubre de 1992. En sentido similar se pronuncio la Sala en sentencia de 12 febrero de 2004
, al resolver un proceso que versaba sobre los mismos hechos.


Respecto de la llamada en garantía, en la misma providencia se señaló:

 “En el sub judice, la entidad demandada solicitó llamar en garantía a la Cooperativa Santandereana de Transportadores Ltda., sociedad transportadora a la cual se encontraba afiliado el bus en el que se movilizaba la demandante. Sin embargo, al expediente no se allegó ninguna prueba tendiente a demostrar la existencia de un vinculó legal o contractual entre el llamado en garantía y la entidad demandada, ni se demostró que aquélla hubiera intervenido en la producción del daño reclamado por la demandante, razón por la cual se debe excluir la responsabilidad del oficial llamado en garantía”.

La Sala reitera lo dicho en las anteriores providencias, y precisa, además, que la falla del servicio se configuró a partir de la violación de normas de derecho humanitario por parte de los miembros de la fuerza pública que intervinieron en el operativo, específicamente las que regulan el trato a la población civil en situaciones de conflicto armado interno.
En efecto, en el presente caso se desconoció el principio de distinción entre combatientes y no combatientes, establecido en el "Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II)", incorporado a la normatividad interna mediante la ley 171 de 1994. Sobre el particular, en la sentencia C-225/95, en la que se declaró la exequibilidad del citado tratado, la Corte Constitucional manifestó lo siguiente:

“28- Uno de las reglas esenciales del derecho internacional humanitario es el principio de distinción, según el cual las partes en conflicto deben diferenciar entre combatientes y no combatien​tes, puesto que estos últimos no pueden ser nunca un objetivo de la acción bélica. Y esto tiene una razón elemental de ser: si la guerra busca debilitar militarmente al enemigo, no tiene por qué afectar a quienes no combaten, ya sea porque nunca han empuñado las armas (población civil), ya sea porque han dejado de combatir (enemigos desarmados), puesto que ellos no constituyen potencial militar. Por ello, el derecho de los conflictos armados considera que los ataques militares contra esas poblaciones son ilegítimos, tal y como lo señala el artículo 48 del protocolo I, aplicable en este aspecto a los conflictos internos, cuando establece que las partes "en conflicto harán distinción en todo momento entre pobla​ción civil y combatien​tes, y entre bienes de carácter civil y objeti​vos militares y, en consecuencia, dirigirán sus operaciones única​mente contra objetivos militares". 

“El artículo 4º del tratado bajo revisión recoge esa regla, esencial para la efectiva humanización de cualquier conflicto armado, puesto que establece que los no combatientes, estén o no privados de libertad, tienen derecho a ser tratados con humanidad y a que se respeten su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. 

“29- Este artículo 4​º también adelanta criterios objetivos para la aplicación del principio de distinción, ya que las partes en conflicto no pueden definir a su arbitrio quien es o no es combatiente, y por ende quien puede ser o no objetivo militar legítimo. En efecto, conforme a este artículo 4º, el cual debe ser interpretado en armonía con los artículos 50 y 43 del protocolo I, los comba​tientes son quienes participan directamente en la hosti​lidades, por ser miembros operativos de las fuerzas armadas o de un organis​mo armado incor​porado a estas fuerzas armadas. Por ello este artículo 4º protege, como no combatientes, a "todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar en ellas". Además, como lo señala el artículo 50 del Protocolo I, en caso de duda acerca de la condi​ción de una persona, se la conside​rará como civil. Ella no podrá ser entonces objetivo militar. Es más, el propio artículo 50 agrega que "la presencia entre la pobla​ción civil de personas cuya condición no responda a la definición de persona civil no priva a esa población de su calidad de civil". En efecto, tal y como lo señala el numeral 3º del artículo 13 del tratado bajo revisión, las personas civiles sólo pierden esta calidad, y pueden ser entonces objetivo militar, únicamente "si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación."

“Las obligaciones derivadas del principio de distinción. 

“30- Esta distinción entre población combatiente y no combatiente tiene consecuencias fundamentales. Así, en primer término, tal y como lo señala la regla de inmunidad del artículo 13, las partes tienen la obligación general de proteger a la población civil contra los peligros procedentes de las operaciones militares. De ello se desprende, como señala el numeral 2º de este artículo, que esta población, como tal, no puede ser objeto de ataques militares, y quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla. Además, esta protección general de la población civil contra los peligros de la guerra implica también que no es conforme al derecho internacional humanitario que una de las partes involucre en el conflicto armado a esta población, puesto que de esa manera la convierte en actor del mismo, con lo cual la estaría exponiendo a los ataques militares por la otra parte... 

“34- En ese orden de ideas, la Corte no comparte el argumento, bastante confuso, de uno de los intervinientes, para quien la protección a la población civil es inconstitucional, por cuanto los combatientes podrían utilizar a esta población como escudo, con lo cual la expondrían "a sufrir las consecuencias del enfrentamiento". Por el contrario, la Corte considera que, como consecuencia obligada del principio de distinción, las partes en conflicto no pueden utilizar y poner en riesgo a la población civil para obtener ventajas militares, puesto que ello contradice su obligación de brindar una protección general a la población civil y dirigir sus operaciones de guerra exclusivamente contra objetivos militares”. 

El artículo 13
 del protocolo II establece:

“Protección de la población civil. 1º La población civil y las personas civiles gozarán de protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares. Para hacer efectiva esta protección, se observarán en todas las circunstancias las normas siguientes.
“2º No serán objeto de ataque la población civil como tal, ni las personas civiles. Quedan prohibidos los actos o amenazas de violencia cuya finalidad principal sea aterrorizar a la población civil.

“3º Las personas civiles gozarán de la protección que confiere este Título, salvo si participan directamente en las hostilidades y mientras dure tal participación” (subraya fuera de texto).


En el presente caso, se desconoció el principio de distinción por parte de los miembros del Ejército Nacional en el operativo del siete de octubre de 1992, dado que los pasajeros del bus, personas civiles, fueron atacados de manera indiscriminada por los miembros de la fuerza pública. Debe recurrirse a la definición de términos del Protocolo I
 para entender la anterior afirmación: se trató de un ataque, término bajo el cual quedan comprendidos tanto los actos defensivos como los ofensivos contra el adversario, tal como lo prevé el artículo 49 de dicho protocolo; resulta irrelevante si en este caso los subversivos o la fuerza pública iniciaron el enfrentamiento, dado que el deber de respeto a la población civil subsistía cualquiera que fuera la naturaleza del ataque. En el mismo sentido, además de tratarse de un ataque contra no combatientes, éste fue de carácter indiscriminado, como lo establece, en el mismo protocolo, el artículo 51: 

“5. Se consideraran indiscriminados, entre otros, los siguientes tipos de ataque:...

“b) los ataques, cuando sea de prever que causarán incidentalmente muertos y heridos entre la población civil, o daños a bienes de carácter civil, o ambas cosas, que serían excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista”. 


En efecto, de las pruebas que obran en el proceso, puede concluirse que en ningún momento los miembros de la patrulla militar tomaron en consideración que el vehículo estaba ocupado por personas civiles y las posibles consecuencias en caso de un enfrentamiento. En los informes militares siempre se aceptó que se trataba de un vehículo de transporte público, pese a lo cual, dicha condición nunca limitó la respuesta armada de los miembros de la patrulla. Solo después de iniciado el ataque, como se manifestó en el informe del comandante del batallón “se detectó que dentro del bus venían pasajeros”, cuando pudo ser ésta una consideración obvia inicial de los miembros de la contraguerrilla.


El desconocimiento de la calidad de personas civiles de los ocupantes del bus fue notorio durante el enfrentamiento y después de él. Desde el primer momento, todos los declarantes manifestaron que hicieron llamados de cese al fuego, porque en el automotor viajaban pasajeros, mujeres y niños, lo que no fue obstáculo para continuar el enfrentamiento como dramáticamente lo describen los testigos y se deduce de la descripción del vehículo realizada por el Juzgado 109 de Instrucción Penal Militar el cual contó, por lo menos, 60 impactos de bala en la parte externa del vehículo. Aún después de finalizado el enfrentamiento, los miembros de la patrulla omitieron la condición de civiles de los pasajeros del bus, varios aseguraron que los militares siguieron insistiendo en que eran guerrilleros, les apuntaron con sus armas y los maltrataron de palabra. En conclusión, los uniformados tuvieron la oportunidad de establecer que en el vehículo se desplazaban civiles, ya sea por la clara condición del automotor o por el clamor de los pasajeros, sin embargo desconocieron tal condición, con los trágicos resultados conocidos.

De acuerdo con lo dicho, se confirmará la sentencia de primera instancia en cuanto a la declaración de responsabilidad de la demandada por la muerte del señor Luis Alberto Santos, en el operativo del siete de octubre de 1992.

g. De otra parte, no hay lugar a pronunciarse sobre la absolución de la empresa de Transporte Copetrán, llamada en garantía por la demandada, ya que la apelación no tiene por objeto impugnar tal decisión y el grado jurisdiccional de consulta no comprende esa determinación. No puede extenderse, de ninguna manera, dicha impugnación a la decisión tomada respecto del llamamiento en garantía, como tampoco a la decisión adversa a la demandada en primera instancia. En efecto, en el recurso se controvirtió la relación entre las partes demandante y demandada, respecto del monto de la indemnización, que es diferente de la relación de esta última con el llamado en garantía, que es un tercero frente a la primera, de acuerdo con lo establecido en el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil. Por lo tanto, la impugnación de lo decidido en relación con el llamamiento en garantía, en la sentencia de primera instancia, debe hacerse de manera expresa en el recurso de apelación; no es posible inferirlo a partir del pronunciamiento sobre las pretensiones de la demanda. 

4. INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

Como se anotó en la sentencia de primera instancia, los demandantes no acreditaron el parentesco con el occiso, por medio de los registros civiles respectivos; sin embargo, mediante abundante prueba testimonial se acreditó la calidad de damnificados de Lucrecia Santos Jaimes, María Rosana Méndez Santos, Rosalba Bermúdez y Fredy Enrique Vargas Bermúdez.

En efecto, Isabel Ariza Mantilla manifestó que Lucrecia Santos Jaimes era la madre de Luis Alberto Santos y que él la sostenía económicamente; que Rosalba Bermúdez era la compañera permanente del occiso y que vivían juntos en compañía del hijo de la primera Fredy Enrique Vargas Bermúdez; que su relación era buena y dependían económicamente de su actividad de lotero (folios 195 a 197, cuaderno 1). Lo mismo señaló Dorila Suárez Ortiz quien agregó: “Absolutamente todos se afectaron tanto, Rosalba como Freddy y Adriana porque él era como un padre para ellos, la madre de Luis Alberto se afectó también mucho porque la madre es la madre” (folio 200, cuaderno 1). En el mismo sentido se manifestaron Beatriz Carvajal de Quintero (folio 236 a 238, cuaderno 1) y María Edilia Guerrero de Gil (folios 244 a 247, cuaderno 1). También declaró en sentido similar Mercy Estella Valbuena Mendoza, quien agregó que María Rosana Méndez era hermana occiso y que también resultó afectada por el hecho (folios 240 a 243, cuaderno 1). La misma manifestación hicieron en sus declaraciones Elsa Luengas de Quintero (folios 249 a 252), María Helena Higuera Meza (folios 253 a 256, cuaderno 1), María Berenice Torra (folios 258 a 261, cuaderno 1), Blanca Cecilia Quiroga (folios 262 a 264, cuaderno 1), Luis Jesús Rodríguez (folios 267 a 271, cuaderno 1), Cecilia Salamanca de Santos (folios 272 a 274, cuaderno 1), Clara Santos (folios 275 a 277) y Víctor Santos Jaimes (folios 278 a 280, cuaderno 1).

a. A partir de estos testimonios, estima la Sala que está probada la condición de damnificados de los citados demandantes. Lo anterior es suficiente para tener certeza del daño moral cuya reparación se solicita en la demanda. La Sala confirmará la condena por dicho concepto ordenada en la sentencia de primera instancia.

En cuanto se refiere a la cuantía de la indemnización de este perjuicio inmaterial, debe recordarse que, conforme a lo expresado en sentencia reciente, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente el recurso a la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral; se ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio, y se ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado
. En este caso, en la sentencia apelada se condenó por valor de 1.000 gramos de oro, para Lucrecia Santos Jaimes, Rosalba Bermúdez y Fredy Enrique Vargas Bermúdez, y 400 gramos de oro para María Rosana Méndez Santos. Dicha cantidades son equivalentes en dinero $31.862.460.oo y $12.744.984.oo, respectivamente, y en salarios mínimos legales mensuales corresponden a 83.52 y 33.41, en el mismo orden.  Como se puede observar, estas sumas son inferiores a aquélla que equivale al número de salarios mínimos antes indicados, sin embargo, a fin de respetar el principio de congruencia, la Sala se limitará a expresar su valor en pesos, en la parte resolutiva de esta sentencia.

Respecto del aumento de la indemnización, solicitado en el recurso de apelación, por este concepto, para María Rosana Méndez Santos, estima la Sala, con fundamento en los elementos de prueba que obran en el proceso, a los cuales ya se ha hecho referencia, que las sumas mencionadas no resultan inapropiadas para compensar el perjuicio causado; puede considerarse adecuada, en efecto, dentro de los límites que, en aplicación del principio de equidad, tiene el fallador para ejercer su arbitrio judicial, claro esta, de acuerdo con lo solicitado en las pretensiones de la demanda. Por lo demás, debe reiterarse que la suma indicada por esta Sala en el fallo mencionado constituye simplemente una guía para los jueces de inferior jerarquía, dada la inexistencia de una norma a seguir para la tasación de la indemnización. En el mismo se expresó, al respecto, lo siguiente:

“Visto lo anterior, considera esta Sala que debe abandonarse el criterio adoptado por ella desde 1978, conforme al cual, para efectos de la indemnización del perjuicio moral, se daba aplicación extensiva a las normas que, al respecto, traía el Código Penal. Como ha quedado demostrado, razones de orden jurídico, apoyadas igualmente en fundamentos de orden práctico, justifican, en la actualidad, esta decisión. Se afirma, entonces, la independencia del juez contencioso administrativo para fijar, en cada caso, con sustento en las pruebas del proceso y según su prudente juicio, el valor de la indemnización del perjuicio moral.

“Lo anterior se expresa sin perjuicio de que, con el fin de garantizar el desarrollo uniforme de la jurisprudencia en este aspecto, esta Corporación establezca pautas que sirvan de referencia a los juzgadores de inferior jerarquía, cuyos fallos, sin embargo, en cuanto tasen la indemnización del perjuicio aludido, sólo podrán ser revisados por la instancia superior dentro del marco de sus competencias, dada la inexistencia de una norma prevista en ley o reglamento que pueda considerarse de obligatoria aplicación en la materia
”.


b. Respecto del perjuicio material, en cuanto al daño emergente reclamado por los servicios funerarios del occiso, la funeraria Los Ángeles de Bucaramanga, en respuesta a un requerimiento del Tribunal, señaló que habían sido pagados por el Sindicato del Hospital Ramón González Valencia de esa ciudad, sin hacer ninguna otra manifestación (folio 235, cuaderno 1). No existe ningún otro medio de prueba que acredite que el pago fue hecho por Rosalba Bermúdez, por lo que se confirmará la denegación de la indemnización por tal concepto a la demandante. 

En cuanto al lucro cesante reclamado, se encuentra acreditado que la señoras Lucrecia Santos Jaimes y Rosalba Bermúdez dependían económicamente del occiso, por lo que se confirmará la indemnización en favor de las demandantes.


Se encuentra probado que el señor Luis Alberto Santos se dedicaba al oficio de lotero y respecto de sus ingresos, la agencia Guillermo Prada Otálora y Compañía Ltda. de Bucaramanga, en respuesta a un oficio del Tribunal, certificó que trabajaba en ese oficio de manera independiente y que mensualmente devengaba una utilidad de $120.000.oo. 

 
No hay prueba que permita deducir el porcentaje que, de sus ingresos, dedicaba el occiso a gastos personales y familiares; por lo tanto, es necesario aplicar las reglas de la experiencia, como tradicionalmente ha venido haciéndolo la Corporación. En efecto, aplicando dichas reglas, no se puede afirmar que la víctima dedicaba todos sus ingresos a las sobrevivientes, pues el sentido común indica que debía dedicar algún porcentaje de ellos a la propia subsistencia. No hay un principio exacto para determinar el porcentaje que debería descontarse por gastos personales, asunto que depende del número de personas a cargo; en este caso, tratándose de la madre y compañera permanente, se ha dicho que destinaría el 25 % de sus ingresos a su manutención y aportaría el porcentaje restante a gastos familiares, como lo ha reconocido la jurisprudencia en reiteradas oportunidades.


Aplicando la fórmula utilizada reiteradamente para actualizar la renta, se tiene que la renta actualizada (Ra) es igual a la renta histórica (devengada por la víctima al momento de su muerte) multiplicada por el índice de precios al consumidor del mes anterior a la sentencia, dividido por el índice de precios al consumidor vigente en el mes en que ocurriera hecho dañino.





 índice final - febrero/2005 (159.74)

 Ra = R ($ 120.000.oo) ------------------------------------------------------ = $ 584.694.50
 

 índice inicial - octubre/1992 (32.78)

Se deducirá de dicha suma el 25%, correspondiente al valor aproximado que Luis Alberto Santos debía destinar para su propio sostenimiento, quedando la base de la liquidación en la suma de $438.520.88 El 50 % de este valor ($ 219.260.44) se tendrá en cuenta como suma base, tanto para la indemnización de Lucrecia Santos Jaimes, como de Rosalba Bermúdez.

Lucrecia Jaimes Santos nació el 22 de diciembre de 1920, de acuerdo con la tarjeta decadactilar de la Registraduría Nacional de Estado Civil (folio 140, cuaderno 1), Luis Alberto Santos nació el 22 de julio de 1948, según la tarjeta correspondiente (folio 144, cuaderno 2) y Rosalba Bermúdez nació el 15 de junio de 1952, de acuerdo con el registro civil de nacimiento de la notaría única de San Andrés (Santander) (folio 417, cuaderno 1). Al momento del hecho, octubre de 1997, tenían 72, 44 y 40 años respectivamente. 

La señora Lucrecia Santos Jaimes tenía una expectativa de vida probable de 10.44 años (125.44 meses), según la tabla colombiana de mortalidad adoptada por la Superintendencia Bancaria, por resolución 996 de 29 marzo de 1990, por lo que se debería tomar en cuenta ésta para el calculo de la indemnización por la muerte de Luis Alberto Santos quien tenía una expectativa de vida probable de 31.94 años (383.28 meses). Adicionalmente, Rosalba Bermúdez era menor que el occiso por lo que se debe calcular con base en la vida probable de éste último. 

La indemnización de la señora Lucrecia Santos Jaimes comprende dos períodos: uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que ocurrieron los hechos hasta el presente, para un total de 147 meses, y el otro, futuro o anticipado, que corre desde la presente fecha hasta el fin de la vida probable de la demandante. Se puede observar que, de acuerdo con la resolución citada,  ya se ha cumplido el período de vida probable de la demandante (125.44 meses). Teniendo en cuenta tal circunstancia se concederá el total del período consolidado, y, respecto del futuro la demandada deberá efectuar pagos mensuales, en períodos contados desde el día en que se profiere esta sentencia y hasta el momento de su muerte, que correspondan al ciento por ciento (100%) de la ayuda que aportaba Luis Alberto Santos para su manutención en el año de 1992, que actualizado a la fecha de este fallo, equivale a $219.260.44, y que deberá ser reajustado, mensualmente, con fundamento en el índice de precios al consumidor, en el momento de cada desembolso.  La señora Santos Jaimes deberá presentar certificado de supervivencia para hacer efectivo cada pago
.

Debe anotarse que, en estos casos, cuando se trata de adultos mayores, resulta conveniente realizar un dictamen pericial en el que se determine, de manera aproximada, la vida probable del posible beneficiario, lo que asegura que al momento de dictarse sentencia se pueda determinar el monto total de la indemnización.


En cuanto a Rosalba Bermúdez el período consolidado o vencido corresponde a 153 meses y el futuro o anticipado a 230.28 meses, por concepto de lucro cesante.

De lo anterior, resulta lo siguiente:

Lucrecia Santos Jaimes:


Indemnización debida o consolidada:

S = Ra (1+ i)n - 1 

 i

S = $219.260.44 (1+ 0.004867)153 - 1 

 
0.004867

S = $49.641.357.oo

El valor de la indemnización vencida, por concepto de lucro cesante, es de $46.424.317.oo, más un pago mensual de $219.260.44, por concepto de indemnización futura.


Claudia Rosalba Bermúdez:


Indemnización debida o consolidada:

S = Ra (1+ i)n - 1 

       i

S = $219.260.44 (1+ 0.004867)153 - 1 

 
0.004867

S = $49.641.357.oo

Indemnización futura o anticipada:

S = Ra (1+ i)n - 1 

i (1+ i) n
S = $219.260.44
(1+ 0.004867)230.28 - 1 

 

 
0.004867 (1+ 0.004867) 230.28
S = $30.322.755.oo

Sumados los valores de la indemnización vencida y futura, por concepto de lucro cesante, se obtiene un valor total de $ 79.964.112.oo
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:


MODÍCASE la sentencia del seis de junio de 1997, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, la cual quedará así:

DECLÁRASE a la Nación - Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, responsable de la muerte de Luis Alberto Santos, ocurrida el siete de octubre de 1992, en Santa Bárbara (Santander).

CONDÉNASE a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, a pagar a Lucrecia Santos Jaimes, Rosalba Bermúdez y Fredy Enrique Vargas Bermúdez, por concepto de perjuicios morales, la suma de treinta y un millones ochocientos sesenta y dos mil cuatrocientos sesenta pesos ($31.862.460.oo), a cada uno de los demandantes. 

CONDÉNASE a la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, Ejército Nacional, a pagar a María Rosana Méndez Santos, por concepto de perjuicios morales, la suma de doce millones setecientos cuarenta y cuatro mil novecientos ochenta y cuatro pesos ($12.744.984.oo).

CONDÉNASE a la Nación - Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a Lucrecia Santos Jaimes, la suma de cuarenta y nueve millones seiscientos cuarenta y un mil trescientos cincuenta y siete pesos ($49.641.357.oo), más un pago mensual de doscientos diecinueve mil doscientos sesenta pesos con cuarenta y cuatro centavos ($219.260.44), que debe ser actualizado mes a mes de acuerdo con el índice de precios al consumidor.

CONDÉNASE a la Nación - Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a Rosalba Bermúdez, la suma de setenta y nueve millones novecientos sesenta y cuatro mil ciento doce pesos ($ 79.964.112.oo).
ABSUÉLVESE a la Cooperativa Santandereana de Transportadores Limitada, Copetrán, como llamada en garantía.

DENIÉGANSE las demás pretensiones de las demandas.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y PUBLÍQUESE.

RUTH STELLA CORREA PALACIO
ALIER E. HERNÁNDEZ ENRIQUEZ Presidente de la Sala




MARÍA HELENA GIRALDO GÓMEZ
GÉRMAN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR
RAMIRO SAAVEDRA BECERRA 
� Auto del 18 de noviembre de 1994. Expediente 10.221. Actor: Mario Vega Vahos. M.P. Daniel Suárez Hernández.


� Consejo de Estado, Sala de los Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 19 de septiembre de 2002, expediente: 13.399, actores: Raúl Alberto Dajil Rocha y Otros. En el mismo sentido se puede ver las sentencias: de cuatro de diciembre de 2002, expediente 13.623, actores: Bernardina Mendoza y otros; de 29 de enero 2004, expediente: 14.018 (R- 0715), actores: Eduardo Varón Caro y otros; de 29 de enero de 2004, expediente: 14.951, actores: María Leonor Ahumada de Castro y otros.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de septiembre de 2002, Exp. No. 13399.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2002, Exp. No. 13623.


� Información extractada de las declaraciones de Carlos Enrique Puentes, Castillo, conductor del bus (folio 311, cuaderno 2), Evert Puentes, ayudante del mismo (folio 7, cuaderno 1), Rosa Delia Ramírez de Anaya (folio172, cuaderno 1), Rosmira Bohórquez Pedraza (folio 177, cuaderno 1) y Gloria Bernal Villabona (folio 183, cuaderno 1).





� Providencia de 12 de febrero de 2004. Radicación No. 13952. Accionante: Primitivo Sierra Fuentes y otros.


�Sobre el artículo ha comentado la doctrina: 


“4768 ¿Qué se ha de entender por “protección general contra los peligros procedentes de operaciones militares?” Dicho de otro modo: ¿cuál es el alcance del principio general de protección?


“4769 Las operaciones militares designan los movimientos o las maniobras de las fuerzas armadas o de grupos armados en acción. Ellas hacen correr a la población civil dos tipos de riesgos: por una parte, el de los ataques; por otra, los efectos de ataques que pudieran afectarla incidentalmente.


“4770 La protección cubre “los peligros procedentes de operaciones militares”, es decir, que la obligación no sólo consiste en abstenerse de atacar, sino también en evitar y, en todo caso, reducir a un mínimo las pérdidas incidentales y en tomar medidas de salvaguarda.


“4771 Garantizar una protección general de la población civil implica, por consiguiente: “1) prohibir de manera absoluta los ataques dirigidos contra la población civil como tal o contra personas civiles. En el párrafo 2, que se comenta más adelante, figura una mención expresa de esta prohibición; 2) limitar los efectos de las operaciones militares que puedan afectar a las personas protegidas.


“4772 La puesta en práctica de esta protección requiere que se tomen precauciones, tanto por la parte atacante en las diversas fases del ataque (concepción, decisión y ejecución) como por la parte atacada. Por ejemplo, no deberían situarse intencionadamente instalaciones militares en medio de una concentración de civiles para utilizar a éstos como escudo o hacer que la parte adversa renuncie a atacar, sin olvidar las otras medidas de precaución que no se explicitan en el Protocolo II. Cada parte deberá concebirlas y adaptarlas a las circunstancias particulares de buena fe, con los medios de que disponga basándose en los principios generales de protección de la población civil, que son válidos independientemente del carácter internacional o interno del conflicto. Conviene recordar los más importantes de ellos, a saber: el principio de la limitación de los medios de dañar al enemigo, el principio de la distinción y el principio de la proporcionalidad, que sólo rigen cuando no se ha podido garantizar la inmunidad total de la población: - las partes comprometidas en un conflicto no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elección de medios para dañar al enemigo; - deberá establecerse, en todo momento, una distinción entre las personas que toman parte en las hostilidades y la población civil, de tal manera que esta última sea salvaguardada en la medida de lo posible; – debe examinarse previamente la relación entre la ventaja directa prevista de un ataque y los efectos nocivos que puedan afectar a las personas y los bienes protegidos.”


Tomado de Sylvie-Stoyanka Junod, Comentario del Protocolo del 8 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II) y del artículo 3 de estos Convenios, CICR - Plaza & Janés Editores Colombia S. A., Bogotá, 1998.


� Protocolo adicional a los convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (protocolo I), incorporado a la normatividad interna mediante la ley 11 de 1992.


� Consultar sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646.


� Ibidem.


� En la sentencia del 29 de enero de 2004, expediente: 18.273, actores: Mery Teresa Colmenares Tovar y otros, se condenó al pago de lucro cesante futuro de la misma forma.








